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LEGISLATURA

H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA
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Congreso del Estado Independiente, 

Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza


	



Orden del Día de la Tercera Sesión del Primer Período Ordinario de Sesiones, del Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

 14 de marzo del año 2018.

1.- Lista de asistencia de las Diputadas y Diputados de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado.

2.- Declaratoria de apertura de la Sesión. 

 
3.- Lectura, Discusión y, en su caso aprobación del Orden del Día propuesto para el desarrollo de la Sesión. 

4.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de la Minuta de la Sesión del día 1° de marzo de 2018.

5.- Lectura del informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado.

6.- Lectura de Iniciativas de Diputadas y Diputados:
A.- Iniciativa con Proyecto de Decreto que presentan los integrantes de la Junta de Gobierno del Congreso del Estado, para que sea declarado el año 2018, como el Centenario de la Constitución de Coahuila.

B.- Iniciativa con Proyecto de Decreto para que se reforme la fracción VIII del Artículo 107 de la Ley Estatal de Salud, que presentan las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Andrés S. Viesca”, del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Josefina Garza Barrera, mediante la cual se propone incorporar al virus de papiloma humano como parte de aquellas enfermedades de transmisión sexual a las que el Gobierno del Estado, dará prioridad en la realización de actividades de vigilancia epidemiológica, de prevención y control.
C.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se modifican diversas disposiciones de la Ley para el Desarrollo Social del Estado de Coahuila de Zaragoza, que presentan los Diputados Blanca Eppen Canales y Gerardo Abraham Aguado Gómez, conjuntamente con los Diputados del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional”, mediante la cual propone que la información relativa a los programas sociales, sus reglas de operación, el padrón único de beneficiarios y los nombres de los encargados de la entrega de los mismos, así como las direcciones físicas para la entrega de los recursos, deberán publicarse en tiempo real, al momento en que se ejecute cada una de las etapas de este proceso. Asimismo, que la información que se integre al padrón único de beneficiarios no pueda ser transferida a terceros, salvo disposición judicial o de autoridades administrativas, ni usada para fines comerciales, electorales, ni de otra índole distinta a la consulta ciudadana y a los fines establecidos en las políticas públicas.

D.- Iniciativa con Proyecto de Decreto relativa a la reforma y adición de los Artículos 102 y 103, del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Elisa Catalina Villalobos  Hernández, del Grupo Parlamentario “Presidente Benito Juárez García”, del Partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA), mediante la cual propone establecer la obligación de los Ayuntamientos para capacitar a todos los servidores públicos de la Administración Municipal en temas relativos al respeto, protección y garantía de los derechos humanos.

E.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se adiciona la fracción XVI al Artículo 5 y se reforma la fracción IV del Artículo 28, de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, que presentan las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Andrés S. Viesca”, del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Lilia Isabel Gurtiérrez Burciaga, mediante la cual propone incorporar el concepto de abandono, entendido como la falta de acción deliberada o no, para atender de manera integral las necesidades de una persona mayor que ponga en peligro su vida o su integridad física, psíquica o moral.
F.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se modifican diversas disposiciones de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, que presentan los Diputados del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional”, mediante la cual propone que en ningún caso el Congreso pueda autorizar reestructuras, refinanciamientos, contratación de créditos o cualquier otro tipo de endeudamiento o celebración de las operaciones financieras que requieren de su aprobación, a las entidades que no cumplan con todos los requisitos establecidos en la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, y además informen de manera detallada sobre los beneficios, costos e impacto que fueron generados con las similares operaciones aprobadas con anterioridad.

7.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes y Acuerdos en cartera:

A.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a un oficio del Senador César Octavio Pedroza Gaitán, Vicepresidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, mediante el cual envía un expediente que contiene Proyecto de Decreto por el que reforma el Artículo Décimo Sexto Transitorio del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia político-electoral, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de febrero de 2014. 

8.- Proposiciones de Grupos Parlamentarios, Fracción Parlamentaria y Diputadas y Diputados:


A.- Proposición con Punto de Acuerdo que presenta la Diputada Diana Patricia González Soto, conjuntamente con las Diputadas Blanca Eppen Canales y Zulmma Verenice Guerrero Cázares, como integrantes de la Comisión de Igualdad y No Discriminación; en el que “Se solicita de la manera más atenta y respetuosa al Instituto Electoral de Coahuila, al Tribunal Electoral de Coahuila, así como a los Partidos Políticos del Estado de Coahuila de Zaragoza, a reforzar las acciones tendientes a evitar la violencia política de género a través de capacitaciones permanentes a las candidatas, campañas  de difusión sobre la denuncia de violencia política, talleres que permitan analizar el protocolo para la atención a la violencia, así como sensibilizar a los funcionarios que reciben las denuncias y asesorar y acompañar a las mujeres que son víctimas de este delito de principio a fin”. 
De urgente y Obvia Resolución

B.- Proposición con Punto de Acuerdo que presenta la Diputada Lucía Azucena Ramos Ramos, del Grupo Parlamentario "Gral. Andrés S. Viesca", del Partido Revolucionario Institucional, “Con relación a exhortar a los 38 Ayuntamientos para que, en cumplimiento de las leyes en materia de discapacidad e inclusión, elaboren un plan de accesibilidad a sus edificios públicos y cuenten con personal capacitado en lengua de señas, para atender a las personas con discapacidad auditiva”. 
De urgente y Obvia Resolución

C.- Proposición con Punto de Acuerdo que presenta la Diputada María Eugenia Cázares Martínez, conjuntamente con los Diputados del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", “Con objeto de que este Pleno solicite a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, un informe sobre la veracidad de la información vertida en medios de comunicación acerca de las cuentas congeladas al Municipio de Ramos Arizpe, debido a la omisión en el pago de impuestos federales durante las dos administraciones anteriores. Asimismo, que informe a este Poder Legislativo si existen otros Municipios, Organismos Descentralizados, paraestatales o autónomos, incluyendo a los poderes locales de nuestra entidad, que se encuentren en la misma situación de adeudo de impuestos federales, y en su caso, informe quienes son y los montos correspondientes”.

De urgente y Obvia Resolución 

D.- Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor, del Grupo Parlamentario “Brígido Moreno Hernández”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, en la que se “Propone exhortar respetuosamente al Ejecutivo a elaborar un diagnóstico certero de la posición que guarda Coahuila en el Tratado de Libre Comercio de América del Norte”.

De urgente y Obvia Resolución


E.- Proposición con Punto de Acuerdo que presenta la Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la Fracción Parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto”, del Partido de la Revolución Democrática, “A través de la que se exhorta a la Secretaría del Trabajo del Estado de Coahuila a que, en el ámbito de sus competencias inspeccione de manera obligatoria, la situación de la igualdad salarial entre hombres y mujeres. Asimismo, se solicite a la Delegación en Coahuila de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, a que dentro de sus respectivas atribuciones y competencias, impulse a que los Centros de Trabajo de la Entidad, se certifiquen en el modelo de equidad de género”.

De urgente y Obvia Resolución


F.- Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado Jaime Bueno Zertuche, conjuntamente con las Diputadas y Diputados del Grupo Parlamentario "Gral. Andrés S. Viesca", del Partido Revolucionario Institucional “Mediante la cual se propone la creación de la Comisión Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes”. 
De urgente y Obvia Resolución

G.- Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado Gerardo Abraham Aguado Gómez, conjuntamente con los Diputados del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", “Con objeto de que este H. Pleno, solicite al Secretario de Finanzas de la entidad, un informe detallado sobre los motivos por los que debió utilizarse un considerable porcentaje del fondo de reserva para la deuda local durante el año 2017, y el destino de esos recursos. Asimismo, que informe sobre los pagos que se han realizado por servicio a la deuda del Estado desde el año 2011 al 2017, de acuerdo con los presupuestos de egresos de cada año y en su caso, las diferencias en relación con el presupuesto destinado para este fin”.

De urgente y Obvia Resolución 

H.- Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado Fernando Izaguirre Valdés, conjuntamente con los Diputados del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional", “Por el que este Pleno solicita a la Procuraduría General de la República, que informe a este órgano legislativo, el estado que guardan las denuncias presentadas en el año 2017 por algunos ciudadanos coahuilenses, en materia de deuda pública y uso indebido de recursos públicos”.

De urgente y Obvia Resolución 

9.- Agenda Política:


A.- Pronunciamiento que presenta el Diputado Samuel Rodríguez Martínez, integrante del Grupo Parlamentario "Gral. Andrés S. Viesca", del Partido Revolucionario Institucional, sobre “Agenda Legislativa 2018”.

B.- Pronunciamiento que presenta la Diputada Lucía Azucena Ramos Ramos, conjuntamente con los demás integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Andrés S. Viesca", del Partido Revolucionario Institucional, “Con motivo del reporte de avances y acciones de los primeros cien días de la administración del Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Miguel Ángel Riquelme Solís”.

10.- Clausura de la Sesión y citatorio para la próxima Sesión.
MINUTA DE LA PRIMERA SESIÓN DEL PRIMER PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES, DEL PRIMER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA PRIMERA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO, INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

EN LA CIUDAD DE SALTILLO, COAHUILA DE  ZARAGOZA, EN EL SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA,  SIENDO LAS 10:00 HORAS, CON 10 MINUTOS DEL 1 DE MARZO DEL AÑO 2018, DIO INICIO ESTANDO PRESENTES LA TOTALIDAD DE INTEGRANTES DE LA LEGISLATURA.

1.- SE DIO LECTURA AL ORDEN DEL DÍA, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA.

2.- LA PRESIDENCIA LLEVÓ A CABO LA DECLARATORIA DE APERTURA DEL PRIMER PERIODO ORDINARIO DE SESIONES, DEL PRIMER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA PRIMERA LEGISLATURA.

3.- SE DIO LECTURA DEL INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO.

4.- LA DIPUTADA VERÓNICA BOREQUE MARTÍNEZ GONZÁLEZ, DIO LECTURA AL INFORME DE LOS TRABAJOS DESARROLLADOS POR LA DIPUTACIÓN PERMANENTE DEL PRIMER PERIODO, DEL PRIMER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA PRIMERA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO.

LA PRESIDENCIA MANIFESTÓ QUE NO HABIENDO OTRO ASUNTO QUE TRATAR EN EL ORDEN DEL DÍA, DIO POR TERMINADA LA SESIÓN A LAS 10:00 HORAS, CON 32 MINUTOS DEL MISMO DÍA, CITANDO A LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS A SESIONAR A LAS 10:00 HORAS DEL DÍA MIÉRCOLES 7 DE MARZO DEL AÑO 2018, EN EL MARCO DE UNA SESIÓN SOLEMNE PARA CONMEMORAR EL “DÍA INTERNACIONAL DE LA MUJER”.
DIP. JUAN ANTONIO GARCÍA VILLA

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA

	DIP. ROSA NILDA GONZÁLEZ NORIEGA.
	DIP. DIANA PATRICIA GONZÁLEZ SOTO.

	SECRETARIA
	SECRETARIA


INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN

RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO

14 DE MARZO DE 2018

1.- INFORMES DE AVANCES DE GESTIÓN FINANCIERA, CORRESPONDIENTES AL TERCER Y CUARTO TRIMESTRES DEL 2017, DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

TÚRNESE  A LA COMISIÓN DE AUDITORÍA GUBERNAMENTAL Y CUENTA PÚBLICA

2.- OFICIO DEL SUBSECRETARIO DE ENLACE LEGISLATIVO Y ACUERDOS POLÍTICOS DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, MEDIANTE EL CUAL DA RESPUESTA AL PUNTO DE ACUERDO ENVIADO A ESA SUBSECRETARIA, POR EL QUE SE EXHORTA AL TITULAR DE LA COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA, PARA QUE CONSIDERE RECLASIFICAR LAS TARIFAS PARA EL SUMINISTRO Y VENTA DE ENERGÍA ELÉCTRICA DE USO DOMÉSTICO EN LOS MUNICIPIOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, A FIN DE FORTALECER LA ECONOMÍA Y DESARROLLO MUNICIPAL.
DE ENTERADO

3.- OFICIO DEL SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO DE MÚZQUIZ, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA DESINCORPORACIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO MUNICIPAL UN BIEN INMUEBLE CON UNA SUPERFICIE DE 1,200.00 M2, UBICADO EN LA CALLE PUEBLA DE DICHA CIUDAD, PARA ENAJENARLO A TÍTULO GRATUITO A FAVOR DEL GOBIERNO FEDERAL, A TRAVÉS DE LA SECRETARIA  DE AGRICULTURA, GANADERÍA, DESARROLLO RURAL, PESCA Y ALIMENTACIÓN (SAGARPA), PARA LA CONSTRUCCIÓN DE SUS OFICINAS.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS
4.- OFICIO DEL PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE PUEBLA, MEDIANTE EL CUAL REMITE UN ACUERDO APROBADO, EN EL QUE SE EXHORTA A LOS CONGRESOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, ASÍ COMO A LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA CIUDAD DE MÉXICO, CONSIDEREN, EN CASO DE TENERLO CONTEMPLADO EL RETIRO TEMPORAL O PERMANENTE DE LA LICENCIA DE CONDUCIR COMO SANCIÓN DEL DELITO DE HOMICIDIO CULPOSO POR ACCIDENTE DE TRÁNSITO, COMETIDO EN ESTADO DE EMBRIAGUEZ, REALICEN LAS MODIFICACIONES NECESARIAS A LA MISMA, A FIN DE AJUSTAR DICHO CRITERIO. ASÍ COMO PARA QUE PROMUEVAN LO NECESARIO, EN COORDINACIÓN CON SUS MUNICIPIOS Y DELEGACIONES CORRESPONDIENTES, PARA DARLO A CONOCER A LA CIUDADANÍA.
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

5.- OFICIO DE LA VICEPRESIDENTA DE LA MESA DIRECTIVA DE LA CÁMARA DE SENADORES DEL CONGRESO DE LA UNIÓN, MEDIANTE EL CUAL ENVÍA UN ACUERDO APROBADO POR DICHA CÁMARA, EN EL CUAL SE EXHORTA CON PLENO RESPETO A LA DIVISIÓN DE PODERES Y AUTONOMÍA DE LOS CONGRESOS LOCALES, A REVISAR Y EN SU CASO ARMONIZAR SUS CÓDIGOS CIVILES Y FAMILIARES CONFORME A LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 45 DE LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, EN RELACIÓN CON LA EDAD MÍNIMA PARA CONTRAER MATRIMONIO.
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

6.- OFICIO DEL SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO DE TORREÓN, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA VALIDACIÓN DEL ACUERDO APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO DE DICHO MUNICIPIO, PARA ENAJENAR A TÍTULO ONEROSO UN INMUEBLE UBICADO EN EL FRACCIONAMIENTO LATINOAMERICANO, CON OBJETO DE AMPLIACIÓN DE LA VIVIENDA Y REGULARIZACIÓN DE LA TENENCIA DE LA TIERRA.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS
7.- OFICIO DEL SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO DE TORREÓN, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA VALIDACIÓN DEL ACUERDO APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO DE DICHO MUNICIPIO, PARA ENAJENAR A TÍTULO ONEROSO UN INMUEBLE UBICADO EN LA COLONIA DIVISIÓN DEL NORTE, A FAVOR DE LA C. HERMINIA NUÑEZ CASTRO, CON OBJETO DE AMPLIACIÓN DE LA VIVIENDA Y REGULARIZACIÓN DE LA TENENCIA DE LA TIERRA.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS
8.- OFICIO DE LA PRESIDENTA MUNICIPAL DE PIEDRAS NEGRAS, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA VALIDACIÓN DEL ACUERDO APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO DE DICHO MUNICIPIO, PARA ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO UN INMUEBLE UBICADO EN EL SECTOR DENOMINADO LOMAS DEL NORTE, A FAVOR DEL GOBIERNO DEL ESTADO, PARA SER UTILIZADO EN LA CONSTRUCCIÓN DEL CENTRO DE JUSTICIA Y EMPODERAMIENTO DE LAS MUJERES.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS
9.- OFICIO DE LA PRESIDENTA MUNICIPAL DE JUÁREZ, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA LA VALIDACIÓN DE UN ACUERDO APROBADO POR EL CABILDO DE DICHO AYUNTAMIENTO, PARA ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO, UNA SUPERFICIE DE 121-26-14.92 HECTÁREAS QUE CONFORMAN LA CABECERA MUNICIPAL, ACTUALMENTE CONOCIDA COMO ASENTAMIENTO HUMANO IRREGULAR DENOMINADO VILLA DE JUÁREZ I Y II, A FAVOR DE SUS ACTUALES POSEEDORES. 

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS
10.- OFICIO DE LA PRESIDENTA MUNICIPAL DE JUÁREZ, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA LA VALIDACIÓN DE UN ACUERDO APROBADO POR EL CABILDO DE DICHO AYUNTAMIENTO, PARA ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO, UNA SUPERFICIE DE 72,278.95 M2 EN EL QUE SE ENCUENTRA CONSTITUIDO EL ASENTAMIENTO HUMANO IRREGULAR DENOMINADO 10 DE MAYO, A FAVOR DE SUS ACTUALES POSEEDORES. 

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS
11.- OFICIO DE LA PRESIDENTE MUNICIPAL DE PROGRESO, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA VALIDACIÓN DEL ACUERDO APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO DE DICHO MUNICIPIO, PARA ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO UN LOTE DE TERRENO RÚSTICO CON UNA SUPERFICIE DE 242-64-24.414 HECTÁREAS, UBICADO EN LAS COLONIAS VILLA DE PROGRESO I Y II.  

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS
12.- OFICIO DE LA PRESIDENTE MUNICIPAL DE PROGRESO, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA VALIDACIÓN DEL ACUERDO APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO DE DICHO MUNICIPIO, PARA ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO UN LOTE DE TERRENO RÚSTICO CON UNA SUPERFICIE DE 170-97-01.68 HECTÁREAS, EN EL QUE SE ENCUENTRA CONSTITUIDO EL ASENTAMIENTO HUMANO IRREGULAR DENOMINADO CONGREGACIÓN DE SAN JOSÉ DEL AURA I Y II, A FAVOR DE SUS ACTUALES POSEEDORES.  

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS
13.- OFICIO DE LA PRESIDENTE MUNICIPAL DE PROGRESO, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA VALIDACIÓN DEL ACUERDO APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO DE DICHO MUNICIPIO, PARA ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO UN LOTE DE TERRENO RÚSTICO CON UNA SUPERFICIE DE 51-39-47 HECTÁREAS, EN EL QUE SE ENCUENTRA CONSTITUIDO EL ASENTAMIENTO HUMANO IRREGULAR DENOMINADO MINAS LA LUZ, A FAVOR DE SUS ACTUALES POSEEDORES.  

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS

14.- OFICIO DE LA PRESIDENTE MUNICIPAL DE PROGRESO, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA VALIDACIÓN DEL ACUERDO APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO DE DICHO MUNICIPIO, PARA ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO UN LOTE DE TERRENO RÚSTICO CON UNA SUPERFICIE DE 2-16-44 HECTÁREAS, EN EL QUE SE ENCUENTRA CONSTITUIDO EL ASENTAMIENTO HUMANO IRREGULAR DENOMINADO OBRERA, A FAVOR DE SUS ACTUALES POSEEDORES.  

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS
15.- OFICIO DEL AUDITOR SUPERIOR DEL ESTADO,  MEDIANTE EL CUAL DA RESPUESTA AL PUNTO DE ACUERDO APROBADO POR LA DIPUTACIÓN PERMANENTE, EN EL QUE SE SOLICITA A LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO, INFORME RESPECTO A LAS DENUNCIAS QUE HA TURNADO A LA FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO DE COAHUILA.
DE ENTERADO

16.- OFICIO DEL SECRETARIO DE INCLUSIÓN Y DESARROLLO SOCIAL DEL ESTADO,  MEDIANTE EL CUAL DA RESPUESTA AL PUNTO DE ACUERDO APROBADO POR LA DIPUTACIÓN PERMANENTE, EN EL QUE SE SOLICITA A DICHA SECRETARÍA, INFORME A ESTA SOBERANÍA ¿QUÉ PROGRAMAS EXISTEN?; ¿BAJO QUÉ MECANISMOS SERÁN ENTREGADOS?; ¿QUÉ PRESUPUESTO SERÁ O FUE ASIGNADO POR PROGRAMA; LAS REGLAS DE OPERACIÓN DÉ CADA PROGRAMA; CALENDARIO DE ENTREGAS, Y LUGARES DE ENTREGA  DE PROGRAMA, ASÍ COMO PERSONAS ENCARGADAS DE DISTRIBUIRLOS; Y  QUE INFORME SI EL PADRÓN ÚNICO DE BENEFICIARIOS SERÁ INTEGRADO EN TIEMPO REAL, CONFORME SE ENTREGUEN LOS RECURSOS CORRESPONDIENTES. ASIMISMO SE ENVÍE UN ATENTO EXHORTO A LOS 38 MUNICIPIOS  DE LA ENTIDAD, A FIN DE QUE INFORMEN LO MISMO A ESTE PODER LEGISLATIVO, EN LOS TÉRMINOS DE LAS ATRIBUCIONES  QUE LES CONFIERE LA LEY DE LA MATERIA.

DE ENTERADO

17.- OFICIO DEL SECRETARIO DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO,  MEDIANTE EL CUAL DA RESPUESTA AL PUNTO DE ACUERDO APROBADO POR LA DIPUTACIÓN PERMANENTE, PARA EXPLICAR Y, OTORGAR EN SU CASO, LA DOCUMENTACIÓN EN QUE BASÓ LA JUSTIFICACIÓN PARA REDUCIR EL BENEFICIO DE LOS SERVICIOS DE CONTROL VEHICULAR, QUE SE CAUSEN EN EL EJERCICIO 2018 POR LA EXPEDICIÓN DE PLACAS ESPECIALES, EN COMPARACIÓN DEL EJERCICIO INMEDIATO ANTERIOR (2017).
DE ENTERADO

18.- OFICIO DEL SECRETARIO EJECUTIVO DEL INSTITUTO ELECTORAL DE COAHUILA,  MEDIANTE EL CUAL DA RESPUESTA AL PUNTO DE ACUERDO APROBADO POR LA DIPUTACIÓN PERMANENTE, CON RELACIÓN A SOLICITAR AL INSTITUTO ELECTORAL DE COAHUILA (IEC), ASÍ COMO AL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL (INE), RECUPEREN LOS 31 MILLONES DE PESOS QUE LOS PARTIDOS POLÍTICOS QUE PERDIERON SU REGISTRO EN LA PASADA ELECCIÓN, NO CUBRIERON POR CONCEPTO DE LAS MULTAS QUE LES FUERON IMPUESTAS POR IRREGULARES MANEJOS FINANCIEROS.

DE ENTERADO

19.- ESCRITO DE LOS CIUDADANOS JOSÉ CARMEN ALCÁNTARA BARRAZA, ARMANDO MONTES CASTILLO Y JESÚS ÁNGEL CONTRERAS, PRESIDENTE, SECRETARIO Y TESORERO RESPECTIVAMENTE DEL SINDICATO DE TAXISTAS DE NAVA COAHUILA, MEDIANTE EL CUAL EXPONEN SU INCONFORMIDAD POR LA ENTREGA DE CONCESIONES DE TRANSPORTE URBANO OTORGADAS POR LA ANTERIOR ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL.
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

20.- ESCRITO DEL CIUDADANO MARIO ALBERTO CRUZ GUTIÉRREZ SEXTO REGIDOR DEL AYUNTAMIENTO DE HIDALGO, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA SE ANALICE Y SE INVESTIGUE UNA SERIE DE ACTOS ADMINISTRATIVOS DE LA ACTUAL ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL. 
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

21.- ESCRITO DE INTEGRANTES DE LA ASOCIACIÓN HAGÁMONOSLO BIEN UNIDOS VIESCA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA SE ANALICE LA ACTUACIÓN DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE DICHO MUNICIPIO. 
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

22.- ESCRITO DEL SÉPTIMO REGIDOR Y DE LA SINDICO DE VIGILANCIA DEL MUNICIPIO DE VIESCA, MEDIANTE EL CUAL EXPONEN UNA SERIE DE IRREGULARIDADES COMETIDAS POR EL PRESIDENTE MUNICIPAL DE DICHO MUNICIPIO, SOLICITANDO POR LO ANTERIOR, LA REVOCACIÓN DEL MANDATO. 
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

23.- OFICIO DE LA PRESIDENTE MUNICIPAL DE ABASOLO, MEDIANTE EL CUAL INFORMA QUE LA C. ISELA GUADALUPE PARDO BORREGO, QUINTA REGIDORA DE DICHO AYUNTAMIENTO, SOLICITO SEPARARSE DE DICHO CARGO Y SOLICITA SE PROCEDA A LO QUE CORRESPONDA.
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

24.- OFICIO PRESENTADO POR INTEGRANTES DEL CABILDO DE GENERAL CEPEDA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN SEAN RECIBIDOS POR LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA, PARA TRATAR ASUNTOS RELACIONADOS CON LA ADMINISTRACIÓN 2018.
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

25.- OFICIO PRESENTADO POR INTEGRANTES DEL CABILDO DE LAMADRID, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN SEAN RECIBIDOS EN ESTE CONGRESO, PARA TRATAR ASUNTOS RELACIONADOS CON EL ACTUAR DEL PRESIDENTE MUNCIPAL DE DICHO MUNICIPIO.
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

26.- ESCRITO QUE PRESENTAN INTEGRANTES DE LA COALICIÓN DE TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA, MEDIANTE EL CUAL ENVÍAN EL DOCUMENTO DENOMINADO DEMANDAS DE SOLUCIÓN A LA PROBLEMÁTICA DE LA SEGURIDAD SOCIAL DE LOS TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN PÚBLICA DE COAHUILA, SOLICITANDO SE DE EL TRAMITE CORRESPONDIENTE. 
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL
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27.- ESCRITO DE LA CIUDADANA CRISTINA MARÍA VÁZQUEZ ANCHONDO, REPRESENTANTE COMÚN DE DIVERSOS ORGANISMOS DE LA SOCIEDAD CIVIL, DE LOS MUNICIPIOS DE LAS REGIONES SURESTE Y LAGUNA DEL ESTADO, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA QUE SE EMITA UN PUNTO DE ACUERDO DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN, PARA SOLICITAR AL GOBERNADOR DEL ESTADO DE COAHUILA, QUE RECIBA Y ATIENDA A LOS REPRESENTANTES DE DICHOS ORGANISMOS.
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

INICIATIVA CON PROYECTO DE DRECRETO QUE PRESENTAN LOS INTEGRANTES DE LA JUNTA DE GOBIERNO DEL CONGRESO DEL ESTADO, PARA QUE SEA DECLARADO EL AÑO 2018 COMO EL CENTENARIO DE LA CONSTITUCIÓN DE COAHUILA.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

Los que suscribimos la presente Iniciativa, en el ejercicio de las facultades que nos confieren los artículos 59 fracción I y 63 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 72, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en nuestro carácter de Diputados integrantes de la Junta de Gobierno de la  Sexagésima Primera Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, nos permitimos someter al mismo con carácter de urgente, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se propone sea declarado el año 2018, como el año del Centenario de la Constitución de Coahuila, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Una Constitución es un complejo normativo de naturaleza suprema y fundamental. Es un conjunto de normas dispuestas sistemáticamente con el propósito de organizar un Estado; ellas regulan el uso del poder, garantizan el respeto de las libertades y permiten el ejercicio de derechos; son de jerarquía superior, permanentes, escritas, generales y reformables.

En este contexto, el 5 de febrero de 1917, fue promulgada la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la cual se establecen los derechos y obligaciones a los que son sujetos las y los mexicanos.

Derivado de lo anterior, las entidades federativas del país realzaron la armonización de sus Constituciones, acorde a lo que disponía nuestra máxima carta magna. Fue así que en Coahuila, durante el mandato del Gobernador Gustavo Espinoza Mireles, es promulgada el 19 de febrero de 1918, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, como resultado también de una confrontación de ideales y visiones políticas.

La Constitución local de nuestro Estado, se encuentra vigente en la actualidad, pese a diversas modificaciones, pero aun así mantiene su debida armonía con la Carta Magna.

A la fecha han pasado cien años de su promulgación y la misma continúa rigiendo a los coahuilenses, logrando mantener un Estado Libre, Independiente y Soberano, en donde la igualdad y la justicia social son los ejes rectores de la población en general.

En esta tesitura, el pasado 19 de febrero, celebramos una Sesión Solemne para conmemorar el Centenario de la Constitución de Coahuila. Sin duda alguna, es una Constitución que se ha armonizado de manera puntual a las reformas que han realizado a la General de la República.

Es por ello, que los integrantes de la Junta de Gobierno, consideramos que es importante enaltecer el Centenario de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, pero sobre todo que celebremos su vigencia y cabal cumplimiento a favor de todos y cada uno de los habitantes de Coahuila, durante el resto de este 2018.

Por lo antes expuesto, los integrantes de la Junta de Gobierno con fundamento en lo que se dispone en los Artículos 217, fracción XII y 221, fracción 1 de la Ley Orgánica del Congreso, acordamos someter a la consideración y en su caso aprobación de Pleno de esta LXI Legislatura, con carácter de urgente conforme a lo dispuesto en el artículo 63 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, el siguiente:  
P R O Y E C T O   D E    D E C R E T O:

ARTÍCULO PRIMERO.- Se declara el 2018 como el Año del Centenario de la Constitución de Coahuila.

ARTÍCULO SEGUNDO.- En todos los documentos oficiales, incluida la correspondencia de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, de los Órganos Constitucionales Autónomos, de los Organismos Descentralizados, y de los Municipios de la entidad, se inscribirá la leyenda: “2018, AÑO DEL CENTENARIO DE LA CONSTITUCIÓN DE COAHUILA”. 

ARTÍCULO TERCERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza.  

A T E N T A M E N T E

SALTILLO, COAHUILA, A 14 DE MARZO DEL 2018.

POR LA JUNTA DE GOBIERNO.

DIP. SAMUEL RODRÍGUEZ MARTÍNEZ.

(PRESIDENTE)

DIP. MARÍA EUGENIA CÁZARES MARTÍNEZ

(SUPLENTE)

DIP. EMILIO ALEJANDRO DE HOYOS MONTEMAYOR.
DIP. JOSÉ BENITO RAMÍREZ ROSAS.
DIP. CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA.
LA PRESENTE HOJA DE FIRMAS, FORMA PARTE DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DRECRETO QUE PRESENTAN LOS INTEGRANTES DE LA JUNTA DE GOBIERNO DEL CONGRESO DEL ESTADO, PARA QUE SEA DECLARADO EL AÑO 2018 COMO EL CENTENARIO DE LA CONSTITUCIÓN DE COAHUILA.

inicativa con proyecto de decreto que SE REFORME LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 107 DE LA LEY ESTATAL DE SALUD, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. ANDRÉS S. VIESCA”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA JOSEFINA GARZA BARRERA.
H. PLENO DEL CONGRESO 

DEL ESTADO DE COAHUILA 

PRESENTE.- 

La Organización Mundial de la Salud (OMS), afirma que el "goce del grado máximo de salud que se pueda lograr es uno de los derechos fundamentales de todo ser humano".  Este derecho incluye el acceso oportuno, aceptable y asequible a servicios de salud con calidad suficiente.

Mientras que el artículo 4 Constitucional garantiza el derecho a la protección de la salud y, en nuestro estado la Ley Estatal de Salud es quien se encarga de reglamentar además de establecer las bases y modalidades de acceso a los servicios de salud proporcionados por el Estado así como la competencia de éste en materia de salubridad general y local; así como la forma en que los Municipios prestarán servicios de salud.

La ley antes citada contempla diferentes tipos de enfermedades, siendo el caso de las enfermedades transmisibles, incluidas aquellas de transmisión sexual. A este respecto ya hace énfasis a la prevención y control de la sífilis, infecciones gonocócicas.

Sin embargo, una de las infecciones de transmisión sexual más comunes es el virus de papiloma humano (VPH), el cual muchas ocasiones puede desencadenar cáncer de cuello de útero, ocupando "el cuarto lugar entre los tipos más comunes de cáncer que afectan a la mujer, con un número estimado de 266,000 muertes lo que representa unos 528,000 casos nuevos en 2012"
.

Prácticamente todos los casos de cáncer de cuello de útero (el 99%), están vinculados con la infección genital por el VPH, que es la infección vírica más común del aparato reproductor. El VPH también puede causar otros tipos de cáncer anogenital, cánceres de la cabeza y del cuello y verrugas genitales tanto en hombres como en mujeres. Las infecciones por el VPH se transmiten por contacto sexual y lo más preocupante de este tipo de cáncer es que en la mayoría de los casos no presenta síntomas.

En este sentido, la presente iniciativa busca incorporar como parte de aquellas enfermedades de transmisión sexual  a las que se dará prioridad en la realización de actividades de vigilancia epidemiológica, de prevención y control por parte del Gobierno del Estado, al Virus de Papiloma Humano.

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I,  67 fracción I y 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como 21 fracción IV, 152, 162, 163 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente: 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA CUAL SE REFORMA LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 107 DE LA LEY ESTATAL DE SALUD, PARA QUEDAR COMO SIGUE:

Artículo 107. El Gobierno del Estado, a través de la Secretaría de Salud y en coordinación con las autoridades sanitarias federales elaborarán programas o campañas temporales o permanentes, para el control o erradicación de aquellas enfermedades transmisibles que constituyan un problema real o potencial para la protección de la salud general a la población.

Asimismo, realizarán actividades de vigilancia epidemiológica, de prevención y control de las siguientes enfermedades transmisibles:

I al VII: ...  ...

VIII: Sífilis, infecciones gonocócicas, virus del papiloma humano y otras enfermedades de transmisión sexual;

IX al XIV: ...  ...

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

A T E N T A M E N T E

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 14 de marzo de 2018.

DIPUTADA JOSEFINA GARZA BARRERA

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. ANDRÉS S. VIESCA”, 

DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. MARÍA ESPERANZA CHAPA GARCÍA
DIP. LUCÍA AZUCENA RAMOS RAMOS
DIP. DIANA PATRICIA GONZÁLEZ SOTO
DIP. SAMUEL RODRÍGUEZ MARTÍNEZ

DIP. GRACIELA FERNÁNDEZ ALMARAZ
DIP. VERÓNICA BOREQUE MARTÍNEZ GONZÁLEZ
DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. JESÚS BERINO GRANADOS
DIP. JAIME BUENO ZERTUCHE
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 107 DE LA LEY ESTATAL DE SALUD.  

H.  PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE. - 

Iniciativa que presentan  los diputados Blanca Eppen Canales y Gerardo Abraham Aguado Gómez, conjuntamente con los diputados del Grupo Parlamentario “ Del Partido Acción Nacional”; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 22 Fracción V, 144 Fracción I, 158, 159 Y 160  de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO  por la que se  modifican diversas disposiciones de la Ley para el Desarrollo Social del Estado de Coahuila de Zaragoza. 
Exposición de motivos
El uso electoral de los recursos destinados al desarrollo social no es secreto ni novedoso para nadie. Sabemos que, a pesar de las leyes, de las reformas de los años recientes, e incluso de las modificaciones al artículo 134 de la Constitución Federal, la estructura, recursos y logística en la implementación de los programas sociales sigue siendo parte, la principal, de las violaciones a la normativa electoral durante las elecciones.  

Es cierto que las disposiciones de la Ley General de Desarrollo Social introdujeron nuevos esquemas y deberes para las entidades públicas, nuevos controles en el manejo de los programas sociales, de entrada: la regulación de los padrones de beneficiarios, la creación de las reglas de operación, así como los estudios que permiten establecer las clasificaciones de los grupos vulnerables que necesitan de estos beneficios, y las regulaciones y parámetros para establecer un combate a la pobreza y la vulnerabilidad como no se había visto antes de la promulgación de este ordenamiento.

Sin embargo; tampoco podemos negar que aún prevalece la práctica de muchos que decidieron apostarle a la corrupción y al abuso de las necesidades de los grupos vulnerables en los tres ámbitos de gobierno. Hallaron modos de darle la vuelta a temas sensibles, dieron con la forma de seguir evitando el eficiente escrutinio público, legislativo y de los órganos de control en materia de uso y destino de los recursos del desarrollo social. Supieron, como suele suceder en casos así, darle la vuelta a la ley, y aprovechar los frágiles espacios en los textos normativos, las delgadas fronteras entre lo legal y lo ilegal, para seguir condenando al desarrollo social a ser un instrumento electoral.

¿Qué rubros o aspectos de regulación siguen siendo un problema serio en materia de regulación y control eficiente de los recursos del desarrollo social? Entre otros, podemos decir que, de forma preponderante, son los siguientes:
I.- La corrupción y discrecionalidad en el manejo, custodia y disposición (asignación final) de los recursos materiales.
II.-  La falta de transparencia en materia de Padrones de Beneficiarios (hoy padrón único) y en la expedición de las reglas de operación. 
III.- Asignación final de los recursos, donde las autoridades, en especial las estatales y municipales, omiten dolosamente los nombres y direcciones de las personas o servidores públicos encargados de entregar los recursos y apoyos de cada uno de los programas;  especialmente en recursos de tipo material como las despensas, la entrega de materiales de construcción, los tinacos, los útiles escolares, los zapatos, y otros de similar naturaleza, que le permiten a la autoridad corrupta “movilizarlos” a su antojo y discreción, y hacer mal uso de ellos; y,

IV.- La falta de un control ciudadano verdadero, activo y vinculante, un control ciudadano con facultades y reglas claras, donde realmente las personas puedan ser vigilantes de las acciones de las autoridades encargadas del desarrollo social.

Las “Comisiones de Blindaje de los Programas Sociales”
En los últimos procesos electorales se ha apostado a la creación en las entidades federativas de comisiones interinstitucionales, en otros casos sólo compuestas por miembros del poder ejecutivo en turno; como encargadas de vigilar que, durante el proceso electoral, los programas sociales se manejen conforme a derecho y sin fines electorales.
Si bien, todos, ciudadanos y legisladores en un principio creímos en ellas, el tiempo y los hechos nos revelaron que presentan puntos frágiles en cuanto a su funcionamiento, en especial los que se enlistan:

A) Son órganos que no siempre tienen la voluntad de cumplir con su encomienda.

B) No cuentan con los recursos humanos y financieros para realizar su trabajo con eficiencia; un ejemplo es que resulta imposible que una comisión así recorra todo el estado, y esté al pendiente del manejo de los programas sociales (por toda la entidad)

C) Sus resultados son pobres o nulos, tan es así, que al pedirles que rindan cuentas luego de concluido un proceso, lo que tienen para informar es virtualmente nada……y “casualmente”, nunca vieron ni dieron fe de malos manejos...ni notaron nada extraño. 

D) Los municipios se “comprometen” siempre a coordinarse con estas comisiones, pero en los hechos, la verdad es que quedan totalmente fuera de cualquier posibilidad de ser vigilados por estas. 

Oportunidad y Momento en la Vigilancia de los Programas Sociales
Los procesos recientes nos han evidenciado otro gran ardid para darle vuelta a la normatividad en materia de desarrollo social: Los tiempos en que las autoridades cumplen, o hacen como que cumplen con los deberes que impone la ley en materia de padrones, reglas de operación, transparencia de los recursos, etc. 

La estrategia es simple pero efectiva para quienes son deshonestos, y consiste en los siguiente: publican y transparentan la información a que la ley les obliga cuando ya esta muy avanzado el proceso electoral, cercano al día “D”, o de plano hasta que esta la elección ha concluido, por mientras las autoridades que le apostaron a la deshonestidad se salieron con la suya e hicieron lo correspondiente a lo largo de todo el proceso. La información tardía no es útil, la información que no es brindada en tiempo real tampoco lo es.

Creación de programas repentinos en medio de un proceso electoral

Finalmente, otro truco para evitar el control de los recursos: la creación repentina y al vapor de programas sociales en pleno proceso electoral, en especial los que son muy difíciles de vigilar, como las tarjetas de beneficios. Esto ya lo hemos visto en diversas elecciones recientes en varias entidades federativas del país y en la nuestra.

Es por las consideraciones y razonamientos expuestos, que estimamos necesaria la presente iniciativa, sin perjuicio de que como Grupo Parlamentario seguiremos analizando el marco normativo del Desarrollo Social, a efectos de realizar las propuestas necesarias para que este sea realmente eficiente, y garantice la plena transparencia, imparcialidad y honestidad en la aplicación y destino de los recursos de los programas sociales.

Por todo lo expuesto, tenemos a bien presentar la presente iniciativa con proyecto de:

DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO: Se modifica adicionan dos párrafos al artículo 5; se modifica el contenido de la fracción IV y se adiciona un segundo párrafo  la misma, del artículo 6; se adiciona un tercer párrafo al artículo 11; se modifica el contenido de la fracción III del artículo 13; se modifica también el contenido de la fracción XI del artículo 19; y se adiciona un segundo párrafo al artículo 44, recorriendo el que ocupa esa posición al tercer lugar, todos de la Ley Para el Desarrollo Social   del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
Artículo 5.  Primer párrafo….

Durante los procesos electorales  sólo deberán funcionar los programas sociales que estaban vigentes antes del inicio de estos, y no podrán crearse nuevos programas hasta que concluya la jornada electoral, a menos que se trate de los necesarios para atender emergencias sanitarias o derivadas de catástrofes naturales.

Los programas sociales se suspenderán sesenta días antes de  la realización la jornada electoral que corresponda, y sólo se mantendrán en funcionamiento aquellos que sean necesarios para atender necesidades sociales que de forma justificada no admitan la suspensión de los mismos por el impacto negativo generado en los beneficiarios. 

Artículo 6.  ….. 

I a la III……

IV. Participación Social: El derecho de las personas a organizarse, intervenir e integrarse individual o colectivamente en la formulación, ejecución y evaluación de las políticas, programas y acciones mediante mecanismos legales que les permitan tener una participación activa y vinculante.

La Secretaría y los municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán expedir los lineamientos que establezcan de modo imparcial y preciso la forma en que los ciudadanos participarán en el ejercicio de los derechos antes mencionados.

…..

Artículo 11. Párrafos primero y segundo….

Bajo ninguna circunstancia se levantará el padrón de un programa social sin que se hayan publicado previamente las reglas de operación correspondientes.

Artículo 13.  ….

I a la II….

III.
Obtener la información pública, clara y disponible sobre las reglas de operación de los programas sociales que se apliquen por parte del estado y los municipios con independencia del origen de los recursos; así como el derecho a conocer los padrones de beneficiarios, los nombres de los servidores públicos encargados de entregar los recursos correspondientes a cada programa y las direcciones donde serán entregados.

…..

Artículo 19.  …..

I a la X….

XI. Establecer mecanismos de evaluación y monitoreo de los programas sociales de su competencia, además de garantizar la participación ciudadana en los términos de la fracción IV del artículo 6 del presente ordenamiento; y hacer públicos, la inversión de los programas sociales, las reglas de operación, los padrones de beneficiarios;  así como los nombres  de los servidores públicos o personas encargadas de entregar los recursos de los programas  a los beneficiarios, y  las  direcciones para realizar la entrega de estos.

…… 

Artículo 44.  Primer párrafo….

Con independencia de lo establecido en el párrafo anterior, la información relativa a los programas sociales, sus reglas de operación, el Padrón Único de Beneficiarios y los nombres de los encargados de la entrega de los mismos, así como las direcciones físicas para la entrega de los recursos deberán publicarse en tiempo real, al momento en que se ejecute cada una de las etapas de este proceso.

La información que se integre al Padrón Único de Beneficiarios no podrá ser trasferida a terceros, salvo disposición judicial o de autoridades administrativas, ni usada para fines comerciales, electorales, ni de otra índole distinta a la consulta ciudadana y a los fines establecidos en las políticas públicas; su uso indebido será sancionado en términos de las disposiciones aplicables.   

…….

TRANSITORIO

Único. -  El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Saltillo, Coahuila a 14 de marzo de 2018
ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MÁS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCION NACIONAL” 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, 14 de marzo de 2018
POR EL GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL”

DIP. BLANCA EPPEN CANALES


DIP. GERARDO ABRAHAM AGUADO GÓMEZ

    DIP. MARCELO DE JESUS TORRES COFIÑO
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE PRESENTA LA DIPUTADA ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO PRESIDENTE BENITO JUAREZ GARCIA, DEL  PARTIDO MOVIMIENTO DE REGENERACIÓN NACIONAL (MORENA), RELATIVA A LA REFORMA Y ADICIÓN DE LOS ARTÍCULOS 102 y 103 DEL CÓDIGO MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

Honorable Asamblea Legislativa:

Con fundamento en los artículos 51, fracción I, de la Constitución Política del Estado; 21, fracción IV, 152, fracción I, 162 y 163 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, la suscrita, DIPUTADA ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNÁNDEZ, del Grupo Parlamentario Presidente Benito Juárez García, del Partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA), comparezco para presentar Iniciativa con Proyecto de Decreto para reformar y adicionar los artículos 102 y 103 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, sustentando la Iniciativa en la siguiente

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Debo reconocer que la idea de presentar esta iniciativa se originó en la Proposición con Punto de Acuerdo, suscrita por la Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda y aprobada en la última sesión de la Diputación Permanente. En la referida Proposición se denunciaban conductas discriminatorias cometidas por ciertas autoridades municipales y se hacía un exhorto a los 38 Ayuntamientos de la entidad para evitar cualquier tipo de discriminación en la prestación de servicios municipales.

Al revisar el Código Municipal me sorprendió constatar que en ninguna parte del cuerpo normativo se prohíba expresamente la discriminación. Ciertamente nuestro Código Municipal está por cumplir diecinueve años desde su expedición, pero me pareció desafortunado que no se hubiese incorporado una prohibición expresa, máxime cuando tal prohibición aparece consignada en el último párrafo del artículo primero de la Constitución Federal.

Por otro lado, debo señalar que en el Código Municipal tampoco aparecía ninguna referencia a los derechos humanos. Esto fue remediado por la anterior Legislatura pero, en mi opinión, fue de manera tardía y apresurada. En efecto, la reforma fue publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha primero de Diciembre de 2017, es decir, hace solo tres meses y medio.

La reforma se redujo a incorporar, en la fracción IX del artículo 102 del Código Municipal, cuatro numerales y un párrafo final para establecer las facultades, competencias y obligaciones de los Ayuntamientos en materia de derechos humanos.

Ahora bien, a partir de la histórica reforma al artículo primero constitucional el año 2011, las constituciones locales se reformaron para incorporar, en sus textos, la obligación de prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, así como para prohibir la discriminación de cualquier tipo.

Sin embargo, aunque se reformó la Constitución Local y se expidieron varios ordenamientos para prevenir y sancionar la discriminación, el cuerpo normativo especializado para los Municipios y sus Ayuntamientos quedó excluido de esos avances. Alguien podría argumentar que los Ayuntamientos deben cumplir con todas las disposiciones normativas que contienen la Constitución del Estado y las leyes que de ella emanan y que, por tanto, tienen prohibido incurrir en conductas discriminatorias tratándose de la prestación de servicios públicos municipales. Es cierto, pero tal prohibición debería estar consignada en el Código Municipal en tanto que los Municipios son los prestadores de la gran mayoría de los servicios públicos a los que, por supuesto, tienen derecho los ciudadanos, sin que puedan ser discriminados por motivo de género, condición social o económica, preferencia sexual, religión, ideología, discapacidad, raza, lugar de nacimiento, diferencia física, estado de salud o cualquier otra distinción personal o colectiva, temporal o permanente, que vulnere los derechos humanos.

Antes de proceder a exponer las particularidades de las reformas y adiciones que se proponen, quisiera compartir con Ustedes una reflexión general en relación a nuestro Código Municipal. Con todo respeto, después de un examen minucioso, tengo la convicción de que requerimos un nuevo Código Municipal. Como ya señalé, el Código fue expedido el año de 1999 y en estos casi 20 años el país ha cambiado. También han cambiado la mayoría de las leyes y casi todos los plazos y términos en que los Ayuntamientos deben hacer tal o cual cosa. En mi opinión, el vigente Código, en virtud de todos los cambios en el orden jurídico estatal, la nueva pluralidad política, la exigencia de transparencia y rendición de cuentas, entre otras cosas, lo han convertido en un cuerpo normativo envejecido e impráctico. 

A modo de ejemplo cito solo un caso, aunque hay infinidad de ellos: El reclamo de mayor transparencia en la función de gobierno es generalizado. La Suprema Corte de Justicia de la Nación celebra sesiones públicas de resolución. Sin embargo, el artículo 109 del Código Municipal, escuetamente señala y cito textualmente: “Artículo 109. Las sesiones de las comisiones no podrán ser públicas.” Fin de la cita. Pues bien, esta disposición absurda y aberrante nunca ha sido modificada desde 1999. Yo podría coincidir con una redacción que estableciera que las sesiones de las comisiones puedan ser públicas o privadas, siempre que se señalara que, en el caso de las privadas, deberá fundarse y motivarse debidamente la causa atendiendo a la naturaleza del asunto que deba resolverse. Pero establecer, como se establece, que “no podrán ser públicas” es inadmisible. No dudo que en muchos Municipios las sesiones de las comisiones sean públicas, pero entonces, mayor razón para reformar este artículo.

Respetuosamente creo que la Junta de Gobierno debería convocar a todos los grupos y fracciones parlamentarias para, en conjunto con los Ayuntamientos de la entidad, iniciemos los trabajos para elaborar y expedir un nuevo Código Municipal que responda a las necesidades actuales y nos coloque a la vanguardia en materia de legislación municipal.

En relación a las modificaciones que se proponen. El artículo 103 del Código Municipal establece las prohibiciones expresas a los Ayuntamientos. Debo señalar que, desde 1999, este artículo sólo ha sido reformado en dos ocasiones; en 2001 la fracción I y en 2008 la fracción IV. En atención a que el artículo 103 se integra con diez fracciones, la última de las cuales señala: “Lo demás que estuviere previsto en las leyes locales y federales”, se propone recorrer ésta para que sea la nueva fracción XI, a efecto de que se reforme la fracción X para establecer la prohibición de cualquier tipo de discriminación en la prestación de los servicios públicos municipales, en los términos que establece el último párrafo del artículo primero de la Constitución General de la República.

Ya he comentado que la anterior legislatura realizó una reforma a la fracción IX del artículo 102 del Código Municipal. En el numeral 4 se estableció y cito textualmente: “Promover entre los integrantes de las diferentes instituciones de la administración pública municipal, y en los habitantes en general, una cultura de respeto irrestricto a los derechos humanos.” Además de que, en mi concepto, el numeral 4 contiene defectos de redacción, su contenido es vago e impreciso. En efecto, se establece una obligación de “promover”, entre el personal que integra la administración pública municipal, una cultura de respeto a los derechos humanos. 

El párrafo tercero del artículo primero constitucional dispone, y cito: “Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.” Es decir, el imperativo constitucional no se agota con la “promoción” de los derechos humanos, sino que todas las autoridades, incluidos los Ayuntamientos, están obligados a respetar, proteger y garantizar los derechos humanos.

Además, el texto constitucional señala que la prevención, investigación, sanción y reparación de las violaciones a los derechos humanos se hará en los términos que establezca la ley. De lo anterior se desprende que los Ayuntamientos están obligados a la prevención y, por tanto, deben capacitar a todos los servidores públicos de la administración municipal para evitar que se produzcan violaciones a los derechos humanos. Esta obligación, la de capacitarse para no incurrir en ninguna vulneración de los derechos humanos, es particularmente indispensable en los servidores públicos, sobre todo aquellos que cotidianamente interactúan con los ciudadanos, como los policías o tránsitos, pero también cajeras, auxiliares o funcionarios de cualquier nivele. 

Por ello se propone la reforma del numeral 4 para establecer la obligación de los Ayuntamientos para capacitar a todos los servidores públicos de la administración municipal, además de promover y difundir entre la población la cultura de respeto a los derechos humanos.

Por lo anteriormente fundado y motivado, presento a esta honorable asamblea, la Iniciativa con Proyecto de Decreto para reformar el numeral 4 de la fracción IX del artículo 102 y la fracción X del artículo 103, así como para adicionar la fracción XI al artículo 103, todos ellos del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO. Se reforman y adicionan los artículos 102, fracción IX, numeral 4 y 103, fracciones X y XI, del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:  

Artículo 102. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

I a la VIII. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

1 al 3 - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

4. Capacitar a todos los servidores públicos de la administración municipal en los temas relativos al respeto, protección y garantía de los derechos humanos, así como promover y difundir la cultura de respeto a los derechos humanos entre la población.

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Artículo 103. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

I a la IX. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

X. En la prestación de los servicios públicos y en todas las actuaciones que deba realizar el Ayuntamiento queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas; y

XI. Lo demás que estuviere previsto en las leyes locales y federales.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 13 de marzo de 2018.

DIPUTADA ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNÁNDEZ

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA LA FRACCIÓN XVI AL ARTÍCULO 5 Y SE REFORMA LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 28 DE LA LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GENERAL ANDRÉS S. VIESCA”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

Las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “General Andrés S. Viesca”, del Partido Revolucionario Institucional, en el ejercicio de las facultades que nos confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en nuestro carácter de Diputadas y Diputados integrantes de la Sexagésima Primera Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se adiciona la fracción XVI al artículo 5 y se reforma la fracción IV del artículo 28 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

A partir de la información proporcionada por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) a través del Censo de Población y Vivienda de 2012, el Instituto Nacional de Personas Adultas Mayores (INAPAM) determinó que, en ese año, en nuestro país vivían poco más de diez millones 53 mil personas adultas de 60 años o más.  

Por su parte, el Consejo Nacional de Población (CONAPO), conforme a sus proyecciones, estimó que en 2017 residían ya en el país cerca de 13 millones de personas de 60 años o más, de las cuales 53.9% eran mujeres y 46.1% hombres.

En ese sentido, si consideramos que de 1970 a 1990, el porcentaje de personas adultas mayores respecto a la población total pasó de 5.6 a 6.2% y que para 2017 se incrementó a 10.5% y si a eso agregamos que para el 2017 la esperanza de vida en su media era de 75.3 años y la tasa de fecundidad disminuyó a 2.2 hijos por mujer,
 podemos concluir que en los siguientes años el porcentaje de la población adulta mayor incrementará de forma considerable en la estructura social. 

Por ello, la Organización de las Naciones Unidas, estima a este fenómeno como una de las transformaciones sociales de mayor trascendencia del siglo XXI.
 Sin embargo, no solo es necesario aspirar a aumentar la expectativa de vida, sino además, incrementar la calidad de la misma.

En ese sentido, la comunidad internacional ha reaccionado a este fenómeno y ha llamado su atención la necesidad de generar las condiciones que permitan dignificar el proceso de envejecimiento, a partir de una mayor protección y garantía de los derechos fundamentales de las personas adultas mayores.

Lo que se pretende entonces, es transitar de la perspectiva de asistencia social con la que se han venido generando las políticas públicas dirigidas a favor de este grupo de población, hacia un esquema donde la dignidad y desarrollo integral de los mismos, sea la base de los procesos y acciones gubernamentales.

En el sistema interamericano, ya se ha advertido la referida situación; por ello, el 5 de junio de 2015, en el marco de la Cuadragésima Quinta (XLV) Asamblea General Ordinaria de la Organización de Estados Americanos, se aprobó la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores.

Un instrumento regional, primero de su tipo en el mundo, que tiene por objeto promover, proteger y asegurar el reconocimiento y el pleno goce del ejercicio, en condiciones de igualdad, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de las personas adultas mayores, para contribuir a su plena inclusión, integración y participación en la sociedad, desde un óptica que considera las necesidades y especificidades de este grupo de población.
Si bien esta Convención aun no es vinculante para el Estado mexicano, lo cierto es que desdobla derechos que son reconocidos en la Convención Americana, así como otros instrumentos internacionales que en efecto son vinculantes para nuestro país.

Además, constituye una valiosa herramienta para el quehacer gubernamental y nos invita a adoptar las medidas políticas, institucionales, administrativas y legislativas tendientes a hacer efectivos los derechos y libertades de las personas adultas mayores.
En la referida convención se establecen una serie de obligaciones a cargo de los Estados, entre estas se encuentran las dirigidas a prevenir, sancionar y erradicar aquellas prácticas contrarias a propia convención, entre las que destacan expresiones de violencia como el abandono.

En efecto, el abandono constituye una expresión de violencia contra las personas adultas mayores que generalmente no se visibiliza en la sociedad, al ser realizada precisamente por los propios familiares de las personas adultas mayores.

En un estudio realizado por el Instituto Nacional de las Mujeres, sobre la situación de las personas adultas mayores en México,
 se les preguntó a dicho grupo de población sobre situaciones de violencia a las que pudieran estar expuestas en su hogar. Un 18% de ellas señaló que ha sufrido algún tipo de violencia por parte de sus hijos o hijas, nietos (as), sobrinos(as) u otros parientes o no parientes. 
Asimismo, señalaron que los episodios más frecuentes de violencia son del tipo emocional: a un 10.7% le han dejado de hablar, 6% de ellas dijeron que las dejan solas o las abandonan y al 3.3% le han dicho o le hacen sentir que es un estorbo. Otras manifestaciones de violencia están relacionadas con descuido o negligencia: a 2.7% la descuidan cuando se enferma o le dejan de dar sus medicamentos y a 3.2% le han negado ayuda cuando la necesita.
La legislación local, a través de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, contiene la prohibición de diversas expresiones de violencia contra las personas adultas mayores. 

Asimismo, como uno de los deberes a cargo de la familia señala el evitar que alguno de sus integrantes cometa cualquier acto de discriminación, abuso, explotación, aislamiento, violencia que pongan en riesgo a la persona adulta mayor, sus bienes y derechos; sin embargo, no se hace referencia expresa al abandono, como si se señala en la convención, así como en otros ordenamientos domésticos, como la Ley en la materia de la Ciudad de México que el año pasado introdujo este concepto.

En ese sentido, la presente iniciativa tiene por objeto otorgar a las personas adultas mayores una protección más amplia mediante la introducción del concepto de abandono en la legislación local conforme a la definición ofrecida por la Convención y el establecimiento de la obligación a cargo de la familia, de evitar que alguno de sus integrantes cometa cualquier acto de abandono respecto de alguna persona adulta mayor que viva en su hogar.

Por lo anterior, se somete a este Honorable Congreso del Estado para su estudio, análisis, y en su caso aprobación, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA LA FRACCIÓN XVI AL ARTÍCULO 5 Y SE REFORMA LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 28  DE LA LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

ARTÍCULO ÚNICO. Se adiciona la fracción XVI al artículo 5 y se reforma la fracción IV del artículo 28, para quedar como siguen:

Artículo 5. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:
(…)

XVI. Abandono. La falta de acción deliberada o no para atender de manera integral las necesidades de una persona mayor que ponga en peligro su vida o su integridad física, psíquica o moral.
Artículo 28. (…)
Por tanto, la familia de las personas adultas mayores tendrá las siguientes obligaciones para con ellas:
(…)

IV. Evitar que alguno de sus integrantes, cometa cualquier acto de discriminación, abuso, explotación, aislamiento, violencia, abandono de la persona adulta mayor y demás actos u omisiones que pongan en riesgo su persona, bienes y derechos.

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 05 DE MARZO DE 2018.

ATENTAMENTE.

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. ANDRÉS S. VIESCA”, 
DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. MARÍA ESPERANZA CHAPA GARCÍA
DIP. LUCÍA AZUCENA RAMOS RAMOS
DIP. JOSEFINA GARZA BARRERA
DIP. SAMUEL RODRÍGUEZ MARTÍNEZ

DIP. GRACIELA FERNÁNDEZ ALMARAZ
DIP. VERÓNICA BOREQUE MARTÍNEZ GONZÁLEZ
DIP. DIANA PATRICIA GONZÁLEZ SOTO
DIP. JESÚS BERINO GRANADOS
DIP. JAIME BUENO ZERTUCHE
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA LA FRACCIÓN XVI AL ARTÍCULO 5 Y SE REFORMA LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 28  DE LA LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

H.  PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE. - 

Iniciativa que presentan los diputados del Grupo Parlamentario “ Del Partido Acción Nacional”; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 22 Fracción V, 144 Fracción I, 158, 159 Y 160  de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos  INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO  por la que se  modifican diversas disposiciones de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Exposición de motivos

Reestructurar una deuda pública, se ofrece o se “vende” siempre a los gobernados bajo la idea de aparentes beneficios que se obtendrán por la negociación con los bancos acreedores; siendo el único y verdadero, una disminución, generalmente pequeña, en el pago anual del servicio a la deuda, o, como se le conoce de forma más popular, abono a la deuda. Pero, en el proceso de reestructura, siempre resulta que las operaciones realizadas conforme a los contratos celebrados originalmente, así como de acuerdo con los fideicomisos pactados, el monto del capital del pasivo crece. Y, esta es la parte que secretarios de finanzas, alcaldes y tesoreros municipales omiten. Ahorrarse una pequeña parte del abono anual, a cambio de que la deuda no sólo no disminuya, sino que generalmente aumenta luego de consumada la reestructura. 
En la práctica diaria, en las deudas de los particulares con la banca, con las hipotecarias, con Infonavit o Fovissste, sólo por citar algunos ejemplos, esta realidad se confirma, nunca vemos que una reestructura formal, realizada conforme a los contratos, normativas internas y demás, redunde en un decremento del pasivo, antes bien, crece en forma considerable. 

El Poder Ejecutivo del Estado ha realizado dos grandes reestructuras de la megadeuda que nos ha condenado por largos años a erogar miles de millones de pesos anuales al pago correspondiente; millones que desde 2011 podrían haberse utilizado para sanear el sistema sanitario estatal, contar con más y mejores cuerpos de seguridad pública y de procuración de justicia, más y mejores programas sociales,  obra pública, y mejores escuelas. ¡Por cierto!, dinero que pagamos todos los coahuilenses de nuestros impuestos. 

Y; sumado a lo antes mencionado, está en vías de consumarse una tercera reestructura total de la deuda, promovida por Rubén Moreira hacia el final de su mandato, y aprobada por la mayoría de la Legislatura anterior. 

El resultado es que debemos más que cuando todo empezó hace seis años, y en contraparte, hemos pagado miles de millones en pagos al servicio de la deuda, cantidades que difieren entre lo dicho recientemente por el Secretario de Finanzas, y lo que se refleja en los presupuestos de egresos anuales publicados en el sitio WEB de este Poder Legislativo; pero al final, hablamos de más de 20 mil millones de pesos, que no han servido para disminuir el capital de endeudamiento ni un ápice, y ya llevamos seis años. 

La fracción VIII del Artículo 117 Constitucional establece la posibilidad de reestructurar o refinanciar deuda pública, estas operaciones deben sujetarse a ciertos límites y condicionantes derivadas del propio dispositivo constitucional, y de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios.

En las dos reestructuras realizadas y en la que se halla en curso se han verificado tres constantes: la falta de información, la falta de justificaciones técnicas y financieras y; la ausencia de informes y documentos que acrediten el impacto, sustentabilidad y, en su caso, los beneficios obtenidos con las anteriores reestructuras.

Al respecto, consideramos oportuno citar la siguiente cadena legislativa en materia de deuda pública, como fundamento para la presente iniciativa:

Constitución General de la República:

Artículo 117….

VIII. 
Contraer directa o indirectamente obligaciones o empréstitos con gobiernos de otras naciones, con sociedades o particulares extranjeros, o cuando deban pagarse en moneda extranjera o fuera del territorio nacional.
Los Estados y los Municipios no podrán contraer obligaciones o empréstitos sino cuando se destinen a inversiones públicas productivas y a su refinanciamiento o reestructura, mismas que deberán realizarse bajo las mejores condiciones del mercado, inclusive los que contraigan organismos descentralizados, empresas públicas y fideicomisos y, en el caso de los Estados, adicionalmente para otorgar garantías respecto al endeudamiento de los Municipios. Lo anterior, conforme a las bases que establezcan las legislaturas en la ley correspondiente, en el marco de lo previsto en esta Constitución, y por los conceptos y hasta por los montos que las mismas aprueben. Los ejecutivos informarán de su ejercicio al rendir la cuenta pública. En ningún caso podrán destinar empréstitos para cubrir gasto corriente.
Las legislaturas locales, por el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes, deberán autorizar los montos máximos para, en las mejores condiciones del mercado, contratar dichos empréstitos y obligaciones, previo análisis de su destino, capacidad de pago y, en su caso, el otorgamiento de garantía o el establecimiento de la fuente de pago….

Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios: 

 Artículo 13, Fracción III…”   III. Con anterioridad al ejercicio o contratación de cualquier programa o proyecto de inversión cuyo monto rebase el equivalente a 10 millones de Unidades de Inversión, deberá realizarse un análisis costo y beneficio, en donde se muestre que dichos programas y proyectos son susceptibles de generar, en cada caso, un beneficio social neto bajo supuestos razonables. Dicho análisis no se requerirá en el caso del gasto de inversión que se destine a la atención prioritaria de desastres naturales declarados en los términos de la Ley General de Protección Civil. De igual forma, no se requerirá realizar un análisis costo y beneficio, cuando el gasto de inversión se destine a la atención prioritaria de desastres naturales y sea financiado con Ingresos de libre disposición.

Para los propósitos señalados en el párrafo anterior, cada Entidad Federativa deberá contar con un área encargada de evaluar el análisis socioeconómico, conforme a los requisitos que, en su caso, se determinen para tales efectos; así como de integrar y administrar el registro de proyectos de Inversión pública productiva de la Entidad Federativa correspondiente.

Artículo 16.- El Ejecutivo de la Entidad Federativa, por conducto de la secretaría de finanzas o su equivalente, realizará una estimación del impacto presupuestario de las iniciativas de ley o decretos que se presenten a la consideración de la Legislatura local. Asimismo, realizará estimaciones sobre el impacto presupuestario de las disposiciones administrativas que emita el Ejecutivo que impliquen costos para su implementación.

Todo proyecto de ley o decreto que sea sometido a votación del Pleno de la Legislatura local, deberá incluir en su dictamen correspondiente una estimación sobre el impacto presupuestario del proyecto.

La aprobación y ejecución de nuevas obligaciones financieras derivadas de la legislación local, se realizará en el marco del principio de balance presupuestario sostenible, por lo cual, se sujetarán a la capacidad financiera de la Entidad Federativa.

 Artículo 23.-…..” la Legislatura local deberá realizar previamente, un análisis de la capacidad de pago del Ente Público a cuyo cargo estaría la Deuda Pública u Obligaciones correspondientes, del destino del Financiamiento u Obligación y, en su caso, del otorgamiento de recursos como Fuente o Garantía de pago.…”

Los procesos reconocidos por el artículo 117, fracción VIII de la Constitución Federal, deben realizarse conforme a los extremos de su contenido, y de acuerdo con la ley de la materia. De ninguna manera se puede permitir la discrecionalidad, la arbitrariedad o la irresponsabilidad en materia de endeudamiento. Esto sin menoscabo de que como Grupo Parlamentario estamos con el clamor de los coahuilenses que exigen justicia y reclaman el castigo para quienes mega endeudaron de forma ilegal a Coahuila, la recuperación del dinero sustraído de las arcas coahuilenses, y, que la entidad jamás vuelva a pedir prestado, justo como lo han prometido los titulares del Poder Ejecutivo (el último y el actual) de manera pública; promesas ya conocidas por todos y, además, incumplidas.

En base a los fundamentos y argumentos expuestos, consideramos necesario que la Ley de Deuda del Estado sea concordante con los extremos del dispositivo constitucional multicitado, y con la ley que regula las deudas estatales y municipales, y contener los deberes de las autoridades del Poder  Ejecutivo a que hemos hecho alusión en esta exposición de motivos.

Para elaborar este proyecto de iniciativa retomamos una parte de la propuesta de articulado que en su momento fue presentada por el Grupo Parlamentario del PAN de la LX Legislatura, misma que versaba sobre el tema central de la presente, y de la cual reproducimos DOS de los artículos a reformar, siendo todos los demás propuesta de este Grupo Parlamentario.

Por todo lo expuesto, tenemos a bien presentar la presente iniciativa con proyecto de:

DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO: Se modifica el contenido del primer párrafo del artículo 4; se modifica también el contenido de la fracción V, y se adiciona un segundo párrafo a la fracción XX, ambas del artículo 8; se adiciona un segundo párrafo a la fracción XXII, y se modifica el contenido de la fracción XXX del artículo 9;  se adiciona un segundo párrafo a la fracción XXIII del artículo 11, y se adiciona también un segundo párrafo a la fracción XXIV del artículo 14, y finalmente se deroga el segundo párrafo del artículo 20  de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 4.- Los actos realizados en contravención a las disposiciones previstas en la presente Ley y de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios serán nulos de pleno derecho. Lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades en que incurran quienes los lleven a cabo. 

……………..

Artículo 8.-  primer párrafo….

I a la IV……

V. 
Autorizar a las entidades, el refinanciamiento y la reestructuración de deuda pública en los términos previstos en el Artículo 117, fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios; 

VI a la IX….

XX. Primer párrafo……

En ningún caso el Congreso podrá autorizar reestructuras, refinanciamientos, contratación de créditos o cualquier otro tipo de endeudamiento o celebración de las operaciones financieras que requieren de su aprobación, a las entidades que no cumplan con todos los requisitos establecidos en la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, y además, informen de manera detallada sobre los beneficios ,costos e impacto que fueron generados con la similares operaciones aprobadas con anterioridad.

………

Artículo 9.-….
XXII. 
 Primer párrafo…
Asimismo, informar al Congreso acerca de los beneficios y efectos financieros generados por las operaciones de reestructura y refinanciamiento celebradas conforme a la presente ley y, a los demás ordenamientos aplicables; sin perjuicio de lo establecido en el segundo párrafo de la fracción XX del artículo 8.
……
XXX. Publicar, anualmente en un diario de circulación local y en un diario de circulación nacional, la información fiscal y financiera  relativa a la deuda estatal, incluyendo el saldo actualizado, los pagos erogados al servicio de la deuda, las operaciones para disminuir riesgos financieros que se hayan celebrado, el uso de los recursos de los fondos de reserva para el pago del pasivo, y en general toda la información relativa a las operaciones que de modo directo o indirecto incidan en la modificación, bajo cualquier concepto, de la deuda estatal. Lo anterior, sin perjuicio de que el Poder Ejecutivo Estado pueda, adicionalmente, realizar las publicaciones respectivas en la página de internet del Estado; 
…..
Artículo 11.-……
I a la XXXII….
XXIII. Primer párrafo….
Los ayuntamientos tendrán las mismas obligaciones que el Poder Ejecutivo del estado en relación al párrafo segundo de la fracción XX del Artículo 8; el segundo párrafo de la fracción XXII, y la fracción XXX del artículo 9 de la presente ley, con la salvedad de que  la publicación anual establecida en la  fracción XXX se realizará únicamente en un medio de circulación local o regional.
…..
Artículo 14.-……
I a la XXIII. 
XXIV. Primer párrafo….
Los entidades descritas en este artículo  tendrán las mismas obligaciones que el Poder Ejecutivo del estado y los municipios en relación al párrafo segundo de la fracción XX del Artículo 8; el segundo párrafo de la fracción XXII, y la fracción XXX del artículo 9 de la presente ley, con la salvedad de que la publicación anual a que se refiere la  fracción XXX se realizará únicamente en un medio de circulación local o regional.
…..
Artículo 20.-  Primer párrafo…. 
Segundo párrafo. Se deroga.
TRANSITORIO

Único.-  El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Saltillo, Coahuila a 14 de marzo de 2018

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MÁS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCION NACIONAL” 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, 14 de marzo de 2018

POR EL GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL”

DIP. MARCELO DE JESUS TORRES COFIÑO
DIP. MARIA EUGENIA CAZARES MARTINEZ

DIP. ROSA NILDA GONZÁLEZ NORIEGA
DIP. FERNANDO IZAGUIRRE VALDÉS

DIP. BLANCA EPPEN CANALES        
DIP. JUAN CARLOS GUERRA LÓPEZ NEGRETE

DIP. GERARDO ABRAHAM AGUADO GÓMEZ
DIP. GABRIELA ZAPOPAN GARZA GALVÁN

DIP. JUAN ANTONIO GARCÍA VILLA

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo al Oficio del Senador César Octavio Pedroza Gaitán, Vicepresidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, mediante el cual envía un expediente que contiene proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo Décimo Sexto Transitorio del “Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia Política-Electoral", publicado en el diario oficial de la federación el 10 de febrero de 2014; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en la sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso del Estado, el día 17 del mes de enero del año en curso, se acordó turnar a esta comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la minuta a que se ha hecho referencia.
SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la Minuta que contiene proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo Décimo Sexto Transitorio del “Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia Política-Electoral", publicado en el diario oficial de la federación el 10 de febrero de 2014; y,  
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la mencionada Minuta que contiene proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo Décimo Sexto Transitorio del “Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia Política-Electoral", publicado en el diario oficial de la federación el 10 de febrero de 2014, tiene como antecedente once iniciativas planteadas por diversos legisladores, el Ejecutivo Federal y propuestas ciudadanas, y se basa entre otras en las consideraciones, siguientes: 

La visión general de los autores de las propuestas a estudio se basa en una necesidad de reforma derivada de la percepción ciudadana.

Por un lado se reconoce el avance que representó la reforma de 2014, al señalarse que «el diseño institucional previsto desde la Constitución, para la Fiscalía constituye un avance sin precedentes en el fortalecimiento de la Institución encargada de la procuración de justicia en nuestro país, en el orden federal» y que dicha reforma «es ampliamente reconocida por haber establecido la autonomía de la que será la nueva Fiscalía».

Asimismo, se sostiene que:

Uno de los grandes retos que enfrenta nuestro país es, indudablemente, la garantía plena del acceso a la justicia (sic). Esta ha sido la razón del cambio de paradigma en la impartición de justicia que ha derivado en múltiples reformas al marco constitucional y legal. Una de las que ha tenido mayor trascendencia es, indudablemente, la que otorga autonomía constitucional al Ministerio Público, conformándolo en una Fiscalía General. 

Pero por otro lado, aun cuando se encuentran convencidos de los beneficios y bondades de la reforma, se afirma que esta misma reforma:

... ha sido cuestionada, ya que introdujo, dos disposiciones transitorias, en el fondo representan una limitante para la autonomía: el Transitorio Décimo Sexto estableció que el último procurador designado por el Presidente de la República Mexicana, se convertirá, en automático, en el primer Fiscal General de México por el plazo de 9 años, sin necesidad de pasar por un proceso de selección, evaluación ó  escrutinio público. 

Esta última situación - el llamado «pase automático» de todos los recursos humanos de la PGR a la nueva, Fiscalía autónoma-, se dice, al no estar condicionada a «una evaluación de desempeño o capacidad del personal de la PGR», «implica "arrastrar" a la nueva institución los vicios, debilidades y prácticas que han llevado al colapso del sistema de Justicia penal en México». 

La visión que sostiene la mayoría de las propuestas se encuentra en este último tenor, es decir, pugnan por la inconveniencia de que se mantenga el pase automático, aduciendo incluso que esta es la visión ciudadana, puesto que:

El pasado 18 de octubre un amplio y plural grupo de empresarios, académicos, personas defensoras de derechos humanos, especialistas en transparencia y combate a la corrupción así como líderes sociales hicieron un llamado al presidente Peña Nieto y al Congreso exigiendo se detenga la discusión sobre ley de la Fiscalía para dar paso a un diálogo nacional que trabaje en el diseño de la mejor Fiscalía posible, atienda asuntos como el proceso de transición (con qué carga de trabajo se queda la PGR hasta su total extinción y determinar si algunos casos relevantes pasan a la competencia de la Fiscalía); el diseño y tareas de la Fiscalía y de sus Fiscalías especializadas (corrupción, delitos electorales, así como una especializada en asuntos de violaciones a derechos humanos); proceso de selección del personal, así como mecanismos de control institucional y ciudadanos. 

Incluso se plantea que:

A raíz de la ratificación por parte del Senado de la República de Raúl Cervantes Andrade como nuevo Procurador General se hicieron públicos diferentes señalamientos de miembros de las organizaciones civiles, académicos, cámaras empresariales, así como del propio Procurador, que advierten que el transitorio décimo sexto de la reforma constitucional que establece el pase de Procurador a Fiscal en forma automática, distorsiona el objeto de la reforma y merma los esfuerzos de todas las fuerzas políticas que participaron en ella.

Al día de hoy, volvemos a escuchar señalamientos de la sociedad civil, líderes de opinión y organizaciones civiles que exigen la transición hacia una Fiscalía independiente, por lo que se vuelve imperioso eliminar el «pase automático» del titular de la Procuraduría General de la República antes señalado. 

Y los reconocimientos no se limitan a la sociedad civil y a la academia, sino a las cámaras empresariales, líderes de opinión y organizaciones civiles, así como del propio Procurador en funciones por su visión progresista en la designación del nuevo Fiscal General de la República, sino que se extienden al mismo Titular del Ejecutivo Federal, cuando se dice que:

Los Diputados Federales que suscriben la presente iniciativa, somos conscientes del esfuerzo realizado por todos los actores políticos para llevar a cabo la reforma en materia política electoral de 2014, y nos unimos a la sociedad civil en su reclamo por una democracia real, reconociendo con ello el ánimo del Presidente de la República plasmado en su iniciativa de noviembre de 2016. 

Este modelo actual que implica el multicitado pase automático, es fuertemente criticado por la mayoría de las propuestas, las que pueden sintetizarse de la manera siguiente:

1. El problema radica en que de forma automática, el Procurador o Procuradora en funciones se convierte en el nuevo Fiscal. Esta decisión es paradójica pues si estamos fundando una nueva institución se requiere de un nuevo perfil y de una selección acorde. 

2. Genera incertidumbre e inconformidad ciudadana en relación al nombramiento del Fiscal General, lo cual no garantiza ni su autonomía ni su imparcialidad. 

3. Se percibe entre la ciudadanía aún su politización, por ello, es indispensable adecuar el marco Jurídico a la nueva realidad en donde prevalezca el objetivo y finalidad de dotar a esta institución de la autonomía plena para desempeñar sus funciones. 

4. La crisis de desconfianza y falta de credibilidad es percibida por la sociedad en sus instituciones considerándolas ineficientes y con altos índices de corrupción. 

5. Distorsiona el objeto de la reforma y merma los esfuerzos de todas las fuerzas políticas que participaron en ella. 

6. Impide la concreción de la autonomía constitucional de esta institución fundamental del Estado Mexicano. 

7. No contaría con la confianza ciudadana, favorecería la discrecionalidad y los conflictos de interés, promovería la falta de transparencia y la certeza jurídica respecto de su autonomía, haciendo nugatorio todo ejercicio de rendición de cuentas. 

Un énfasis especial merece la mención en tres de las iniciativas referente a que debe «enmendar (se) el error legislativo y corregir la reforma constitucional de febrero de 2014», por lo que se «emplaza a los legisladores afines al gobierno, a que respalden la cancelación del llamado "pase automático"» tal como fuera planteado por la Presidencia de la República en noviembre de 2016 puesto que «la trascendencia de la inconformidad social en torno a este asunto» motivó que el Presidente de la República enviara «a la Cámara de Senadores una iniciativa en el mismo sentido» que la que se presenta. 

La referida falta de autonomía e independencia presenta —a decir de algunas de las propuestas— los siguientes rasgos:

1. En los casos de violaciones de derechos humanos, los riesgos que presenta este modelo se incrementan cuando las Fiscalías deben iniciar investigaciones contra miembros del Ejecutivo, por la injerencia directa o indirecta que puede provenir de esta rama del Poder. 

2. Puede minar la credibilidad de la autoridad investigadora y socavar la confianza pública en la administración de justicia. 

3. Viola los principios jurídicos de imparcialidad y estricta legalidad, vulnerando el libre ejercicio de los derechos humanos de los cuales el Estado Mexicano es garante, principalmente el derecho de acceso a la justicia. 

4. Genera ineficiencia en la actuación del Ministerio Público, lo que alienta la impunidad en el combate de delitos vinculados al fenómeno de corrupción. 

Como reconoce una de las iniciativas, «la sola autonomía no resolverá el problema de la impartición de justicia, pero sí eliminará el factor político para elegir al candidato más idóneo», pero tal y como sostiene un par de iniciativas más:

La intervención de ambos poderes en la designación del Titular de la Fiscalía se corresponde con una concepción moderna del principio de división de poderes, que debe entenderse como un medio para garantizar los derechos de todas las personas en nuestro país. Se trata, sin duda, de un mecanismo de corresponsabilidad entre los Poderes Legislativo y Ejecutivo, acorde con la naturaleza jurídica que se ha dado a la Fiscalía General de la República. 

De lo hasta aquí dicho bien pude sostenerse ya la voluntad — plasmada en las propuestas— de eliminar el pase automático, que es la base axiológica de este dictamen, y su sustento teleológico, sin embargo, la transcendencia de los argumentos vertidos en torno a la necesidad de alcanzar mejores escenarios en términos de autonomía e independencia de la figura del Ministerio Público, alientan a esta Comisión Dictaminadora del Poder Reformador a ponerlos de manifiesto.

Esto es así, puesto que, como lo menciona una de las iniciativas: «es importante señalar que lo anterior debe interpretarse como el mínimo requerido para alcanzar una reforma de la actuación del Ministerio Público», sin que esto signifique coartar el desarrollo aquellas propuestas que van en el sentido más progresista, pues «se advierte que el punto de inicio es la supresión del "pase automático" del actual Procurador General de la República a Fiscal General». 

Hacemos nuestro el planteamiento de una de las iniciativas, en el sentido de que «es del conocimiento público que un conjunto de organizaciones civiles proponen modificaciones más amplias a la Fiscalía General de la República», así como que para el Grupo Parlamentario del PMRN:

...no es suficiente, modificar el último párrafo del artículo décimo sexto transitorio para suprimir el pase automático del actual procurador, ya que ello no resuelve un mal diseño que no garantiza la autonomía plena de la Fiscalía y su desvinculación total de todos los partidos políticos.

... no se trata sólo de impedir que el actual procurador sea el primer fiscal, se trata de establecer los controles constitucionales que eviten que éste y otros cargos de la fiscalía sean distribuidos como cuota entre los partidos. 

Como se ha dicho, la aspiración -plasmada en las propuestas- es que el Ministerio Público (a través de la figura de la Fiscalía):

1. Esté organizado de tal manera que pueda tomar decisiones sobre los casos de que conoce sin influencia o presión de otros poderes o grupos y que las mismas se adopten con base en la ley. 

2. Debe estar dotado de especialización y autonomía, ésta última es trascendental que se alcance en distintos grados.  

3. No debe servir a los poderes, intereses extraños a la administración de Justicia o la arbitrariedad de nadie.  

4. Sin injerencia de sesgo político y sin estar subordinado a otro órgano o poder.  

5. Cuente con un titular que: a) Sea no solo una persona con reconocimiento social y conocimiento académico, sino un funcionario que pueda enfrentar al poder político, combatiendo la impunidad y la corrupción rampantes, de la que hoy somos víctimas. b) Garantice el principio de parlamento abierto y responda objetivamente al mérito.  

6. Cuente con claridad respecto a la naturaleza y el alcance de los poderes del Gobierno y se establezcan en forma precisa por ley, y el Gobierno ejerza sus competencias de una manera transparente, de conformidad con los tratados internacionales, la legislación nacional y los principios generales del derecho. 

7. Cuente con la figura del Consejo Judicial Ciudadano establecido en la Constitución de la Ciudad de México, ya que se integra un órgano ciudadano responsable de la evaluación y selección de las ternas para el nombramiento del Fiscal General. 

8. Dotado de un proceso de evaluación -que incluye un análisis de requisitos de elegibilidad y criterios de selección- y designación. 

Mención especial merece la Propuesta Ciudadana, que entre otros temas, busca robustecer al Ministerio Público, para lo que tomó en consideración:

...los estándares internacionales sobre independencia de los operadores de justicia en general, y sobre fiscales en particular, que han sido establecidos por los organismos internacionales de protección de derechos humanos, especialmente lo señalado al respecto por la Comisión y la Corte Interamericanas de Derechos Humanos, y la Relatoría Especial para Naciones Unidas para la Independencia de los Magistrados y Abogados, en los siguientes instrumentos y documentos:

1. Convención Americana sobre Derechos Humanos, Art. 8.1.;

2. Carta Democrática Interamericana, Art. 4.;

3. Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Garantías para la independencia de las y los operadores de justicia: hacia el fortalecimiento del acceso a la justicia y el estado de derecho en las Américas. (Documento OEA/Ser.L/V/II. Doc. 44, 5 diciembre 2013, párr. 80);

4. Sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, especialmente la sentencia del Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela; 

5. Directrices sobre la función de los fiscales, aprobadas en el Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre prevención del delito y tratamiento del delincuente, celebrado en la Habana (Cuba), del 27 de agosto al 7 de septiembre de 1990, ONU Doc. A/CONF.144/28/Rev. 1 p. 189 (1990);

6. Informes de la Relatoría Especial de Naciones Unidas para la Independencia de Magistrados y Abogados, de fecha 07 de junio de 2012 (documento A/HRC/20/19) y de fecha 18 de abril de 2011 (documento A/HRC/17/30. Add.3);

7. Report on European Standards as regards the Independence of the Judicial System: Part II – the Prosecution Service - Adoptado por la Comisión Europea para la Democracia por el Derecho (Comisión de Venecia) del Consejo de Europa, en su 85 Sesión Plenaria (Diciembre 17-18 de 2010), y 

8. Compilation of Venice Commission Opinions and Reports concerning Prosecutors, documento emitido por la Comisión Europea para la Democracia por el Derecho (Comisión de Venecia) del Consejo de Europa (Documento CDL-PI(2015)009 del 30 de Junio de 2015).

Un punto nodal en las propuestas aquí referidas, lo constituye la posibilidad de que, una vez eliminado el pase automático, el Procurador General de la República en funciones al momento de la transición, pueda o no pueda ser considerado en el proceso de selección para ocupar el cargo de Fiscal General de la República.

En ese sentido, algunas de las iniciativas se pronuncian por permitirlo, para lo que sostienen los criterios siguientes:

De ser aprobada la presente iniciativa y en caso de que el Congreso de la Unión apruebe la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República y se declare el inicio, de su vigencia, corresponderá al Senado de la República iniciar el procedimiento para el nombramiento del nuevo Fiscal conforme al procedimiento previsto en el Apartado A del artículo 102 Constitucional, previendo, a efecto de no afectar el funcionamiento de la propia Fiscalía, que el Procurador General de la República que se encuentre en funciones al momento de expedirse la declaratoria de autonomía constitucional, continuará en su encargo hasta en tanto el Senado de la República designe al Fiscal General de la República y, adicionalmente, que el Procurador de que se trate podrá ser considerado para participar en el proceso de designación. 

Sin la autonomía plena del nuevo fiscal general, en cuanto se efectué por el Congreso de la Unión la declaratoria expresa de la entrada en vigor de la autonomía constitucional de la Fiscalía General de la República, y de sus normas secundarias, o en su caso, se presente el escenario que la próxima administración gubernamental (2018-2024) inicie sin contar con un fiscal general autónomo y se esté transitando con el actual esquema, se estará vulnerando el objetivo primordial de no contar con una institución influenciada por cuestiones políticas o partidarias, así como evitar su fragmentación e impunidad que tanto lesiona a la sociedad. 

Sin embargo, ya mucho se ha dicho sobre los argumentos en contra para que eso suceda, quedando de manifiesto los planteamientos en ambos sentidos y sus justificaciones.

TERCERO.-  El 10 de febrero de 2014 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia político-electoral.

El referido Decreto fue resultado del estudio y dictamen de 56 iniciativas presentadas por diversos legisladores, de distintos grupos parlamentarios.

Entre otras innovaciones, dicha reforma, introdujo un nuevo marco jurídico fundamental en materia de procuración de justicia, con la transformación de la Procuraduría General de la República en un órgano dotado de autonomía constitucional denominado Fiscalía General de la República, esto bajo el entendido de que la investigación y persecución de los delitos no puede actualizarse plenamente en tanto la autoridad ministerial se encuentre subordinada a otro poder u órgano o encontrándose sujeto a injerencias políticas (autonomía política); para lo cual requiere independencia económica (autonomía financiera), libertad para reglamentar su actuación en el ámbito de su competencia (autonomía jurídica) y la facultad de organizarse internamente y administrar sus recursos (autonomía administrativa). 

En este sentido, en el régimen transitorio se previeron cuestiones como las que se enumeran a continuación:

1. La entrada en vigor de la Fiscalía General de la República como órgano constitucional autónomo se verificaría en la misma fecha en que lo hicieren las normas secundarias  que el Congreso de la Unión expidiera para dicho efecto, y siempre que el propio Congreso hiciere la Declaratoria expresa de entrada en vigor de la autonomía constitucional de la Fiscalía General de la República.

2. El Procurador General de la República que se encontrara en funciones al momento de expedirse la Declaratoria de autonomía de la Fiscalía, quedaría designado Fiscal General de la República por Ministerio Constitucional.

Hechas estas consideraciones y bajo este contexto es que los integrantes de esta Comisión De Gobernación Puntos Constitucionales y Justicia, efectuamos el estudio y análisis del objeto, contenido y alcances de la Minuta con Proyecto de Decreto por el que se Reforman, Adicionan y Derogan Diversas Disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia Político-Electoral, Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de Febrero de 2014, y una vez agotado ello, coincidimos en la pertinencia de reformar el artículo sexto transitorio del Decreto en mención, concerniente al nombramiento del Fiscal General, a efecto de acoger las salvaguardas necesarias que permitan garantizar que su actuación sea independiente y su perfil idóneo para ocupar dicho cargo.

Así, si bien es cierto, el diseño constitucional previsto desde la reforma de 2014 para la Fiscalía General constituye  un avance significativo en el fortalecimiento de esta institución, el tema específico del nombramiento de su Titular previsto en el décimo sexto transitorio coloquialmente conocido como “pase automático”, generó distintas inquietudes en la ciudadanía, académicos y legisladores, mismas que se encuentran reflejadas en las distintas iniciativas y propuestas que se analizan y contemplaron durante el proceso legislativo que realizó el Congreso de la Unión, tal y como se desprende del contenido de la minuta, se aprecia además que todas ellas están encaminadas a abrir a todas las personas que reúnan los requisitos de elegibilidad previstos en la Constitución General, la posibilidad de participar en el procedimiento de designación y que las mismas sean sometidas a una minuciosa evaluación. 

En este tenor, quienes dictaminamos estimamos que el Ministerio Público, representado por un Fiscal General, debe estar dotado de especialización y autonomía, resultando indispensable a efecto de que su actuación sea profesional, apegada a legalidad y libre de injerencias de grupos políticos o intereses extraños, por lo cual resulta necesario adecuar el régimen transitorio de la citada reforma a efecto de establecer que:

“Una vez realizada la declaratoria a que se refiere el párrafo anterior, la Cámara de Senadores iniciará de forma inmediata el procedimiento previsto en el Apartado A del artículo 102 de esta Constitución para la designación del Fiscal General de la Republica. Si la Cámara de Senadores no estuviere reunida, la Comisión Permanente la convocará inmediatamente a sesión extraordinaria.

El Procurador General de la Republica que se encuentre en funciones al momento de expedirse la declaratoria a que se refiere el párrafo primero de este artículo, continuará en su encargo hasta en tanto el Senado designe al Fiscal General de la Republica.”

Lo anterior, estamos seguros coadyuvará a que la procuración de justicia en nuestro país sea más eficiente, imparcial y objetiva.

En atención a lo anterior, es que sometemos a su consideración el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

“Artículo Único. Se reforma el actual segundo párrafo y se adiciona un segundo párrafo, pasando el actual segundo a ser tercero, al artículo Décimo Sexto Transitorio del ''Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia política-electoral", publicado el Diario Oficial de la Federación el 10 de febrero de 2014, para quedar como sigue:

TRANSITORIOS

PRIMERO.- a DÉCIMO QUINTO.- …

DECIMO SEXTO.- ...

Una vez realizada la declaratoria a que se refiere el párrafo anterior, la Cámara de Senadores iniciará de forma inmediata el procedimiento previsto en el Apartado A del artículo 102 de esta Constitución para la designación del Fiscal General de la Republica. Si la Cámara de Senadores no estuviere reunida, la Comisión Permanente la convocará inmediatamente a sesión extraordinaria.

El Procurador General de la Republica que se encuentre en funciones al momento de expedirse la declaratoria a que se refiere el párrafo primero de este artículo, continuará en su encargo hasta en tanto el Senado designe al Fiscal General de la Republica.

DECIMO SEPTIMO.- a VIGESIMO PRIMERO.- ...
Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

T R A N S I T O R I O

ÚNICO.- Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Samuel Rodríguez Martínez, (Coordinador), Dip. Marcelo de Jesús Torres Cofiño (Secretario), Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos, Dip. Gerardo Abraham Aguado Gómez, Dip. Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor, Dip. José Benito Ramírez Rosas, Dip. Claudia Isela Ramírez Pineda y Dip. Edgar Gerardo Sánchez Garza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 29 de enero de 2018.
COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTÍCULOS

	DIP. SAMUEL RODRÍGUEZ MARTÍNEZ
(COORDINADOR)
	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP. MARCELO DE JESÚS TORRES COFIÑO
(SECRETARIO)


	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP. LUCÍA AZUCENA RAMOS RAMOS

	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP. GERARDO ABRAHAM AGUADO GÓMEZ
	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP. EMILIO ALEJANDRO DE HOYOS MONTEMAYOR 


	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP. JOSÉ BENITO RAMÍREZ ROSAS
	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP.  CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA

	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP. EDGAR GERARDO SÁNCHEZ GARZA
	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	


H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE  ZARAGOZA.

P R E S EN T E.-

La que suscribe DIPUTADA DIANA PATRICIA GONZALEZ SOTO, integrante del GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. ANDRÉS S. VIESCA”, del PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, así como las integrantes de la Comisión de Igualdad Y No Discriminación, DIPUTADA BLANCA EPPEN CANALES integrante  del   GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL”  Y LA DIPUTADA ZULMMA VERENICE GUERRERO CÁZARES, integrante del GRUPO PARLAMENTARIO “BRIGIDO RAMIRO MORENO HERNÁNDEZ”, del  PARTIDO UNIDAD DEMOCRATICA DE COAHUILA , en uso de las facultades conferidas por el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado, así como el artículo 21 fracción IV, artículo 152 fracción I de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputado integrante de la Sexagésima Primera Legislatura de este Honorable Congreso vengo a someter a la consideración del Pleno de esta Soberanía Popular la presente proposición con Punto de Acuerdo:

Se solicita de la manera más atenta y respetuosa al Instituto Electoral de Coahuila, al Tribunal Electoral de Coahuila, así como a los Partidos Políticos del Estado de Coahuila de Zaragoza, a reforzar las acciones tendientes a evitar la violencia política de género a través de capacitaciones permanentes a las candidatas, campañas de difusión sobre la denuncia de violencia política, talleres que permitan analizar el protocolo para la atención a la violencia, así como sensibilizar a los funcionarios que reciben las denuncias y asesorar y acompañar a las mujeres que son víctimas de este delito de principio a fin.

Lo anterior bajo la siguiente:

Exposición de motivos.

De cara a los procesos electorales de este año, se agudiza un fenómeno social que tiene que ver con la violencia política de género y que ha venido tomado mayor fuerza a partir del año 2014, cuando la paridad se legislo como un principio constitucional 

En México el 1º de Julio del 2018 se elegirán más de 3,000 cargos, entre ellos la Presidencia de la República, la renovación de las 128 Senadurías, las 500 Diputaciones, las 8 Gubernaturas y un número muy importante de alcaldías, sin contabilizar las sindicaturas y regidurías.

Ante este fenómeno, existe una preocupación generalizada, referente a la ausencia de un marco jurídico que garantice la protección de los derechos políticos de las mujeres, que participaran en este proceso electoral, el más importante de la historia de nuestro país.

Nos inquieta que cada vez  más se percibe un ambiente enrarecido y áspero, es más frecuente ver en las redes sociales que se difunden mensajes misóginos, linchamientos mediáticos y campañas de odio hacia las mujeres.

No queremos que este problema lo veamos con normalidad y minimizar los hechos y sus consecuencias.

Es muy común que las mujeres víctimas de violencia política se callen y no denuncien, y esto se debe a una serie de razones:

· Porque no existe un conocimiento socializado respecto de la violencia política, sus alcances y las formas de sancionarla.

· Porque no saben identificar este tipo de violencia pues consideran que deben aguantar y que es normal lo que les pasa.

· Porque no existe claridad sobre la vía jurídica, ni la autoridad a la cual acudir.

· Porque existe temor de que su denuncia resulte contraproducente para sus aspiraciones políticas.

· Porque si denuncian pueden ser clasificadas como conflictivas y juzgadas por no ajustarse a la institucionalidad de su Partido.

· Por miedo a represalias y acoso.  
Es momento de visibilizar este fenómeno y hacer un llamado a las mujeres de los diversos partidos políticos, que contendrán en estas próximas elecciones para que blinden desde hoy su participación y no permitan que nada ni nadie las detengan, las denigre, las amanece. 

No más mujeres que renuncien una vez electas por presiones y amenazas… no más bloqueos y obstaculización en el desempeño normal de sus tareas … no más inhibiciones al ejercicio de su libertad de expresión … no más difamaciones, calumnias, agresiones físicas o persecuciones.

Ha llegado la hora de que las mujeres dejemos de guardar silencio y encontremos el camino que nos permita denunciar la violencia política en todas sus manifestaciones … pero también, ha llegado el momento en que las autoridades competentes con cero tolerancia, juzguen y sancionen la violencia política en todos sus niveles.

Estamos conscientes que aún existe un vacío legal que reconozca que es la violencia política y como sancionar de manera penal a los agresores.

Sin embargo, debemos reconocer públicamente el gran esfuerzo que han realizado diversas Instituciones y Organismos como, El Tribunal Electoral del Poder Judicial, Instituto Nacional Electoral, La Fiscalía Especializada en Delitos Electorales, La Subsecretaria de Derechos Humanos de la Secretaria de Gobernación, El Instituto Nacional de las Mujeres, La Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Fiscalía Especial para los Delitos de Violencia contra las Mujeres y Trata de Personas, Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas,  para diseñar una herramienta fundamental que acompañe a las mujeres candidatas en el proceso electoral más grande y competido de la historia.

Hoy nos tomamos la libertad de entregar a cada uno de ustedes esta importante herramienta de investigación que estoy segura que desde este espacio legislativo habremos de analizar, pero también desde los espacios representativos de nuestros partidos políticos habremos de difundirla, sobre todo a las candidatas que estarán participando en este proceso.  

Es nuestra responsabilidad como representantes de la ciudadanía  velar en cada momento, porque estos Derechos Civiles, Jurídicos, Políticos, y ante todo humanos sean respetados y jamás vulnerados.

Compañeras y Compañeros Legisladores: la que suscribe, así como las integrantes de la Comisión de Igualdad y no Discriminación, hacemos un llamado, a sumarnos al presente punto de acuerdo,  el cual ponemos a su estimable consideración:
PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO
El cual solicitamos sea considerado de urgente y obvia resolución, con fundamento en lo establecido en el artículo 172 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

ÚNICO.-  Se solicita de la manera más atenta y respetuosa, al Instituto Electoral de Coahuila, al Tribunal Electoral de Coahuila, así como a los Partidos Políticos del Estado de Coahuila de Zaragoza, a reforzar las acciones tendientes a evitar la violencia política de género a través de capacitaciones permanentes a las candidatas, campañas de difusión sobre la denuncia de violencia política, talleres que permitan analizar el protocolo para la atención a la violencia, así como sensibilizar a los funcionarios que reciben las denuncias y acompañar a las mujeres que son víctimas de este delito de principio a fin.

Hhacemos un llamado los Legisladores para sumarnos a la presente iniciativa.
Dado en el salón de sesiones del H. Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Saltillo, Coahuila a 12 de Marzo del  2018

LAS DIPUTADAS INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE IGUALDAD Y 
NO DISCRIMINACIÓN DE ESTA LXI LEGISLATURA.

DIPUTADA DIANA PATRICIA GONZÁLEZ SOTO

DIPUTADA BLANCA EPPEN CANALES

DIPUTADA ZULMMA VERENICE GUERRERO CÁZARES

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA LA DIPUTADA LUCÍA AZUCENA RAMOS RAMOS, INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO “ANDRÉS S. VIESCA" DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CON RELACIÓN A EXHORTAR A LOS 38 AYUNTAMIENTOS PARA QUE, EN CUMPLIMIENTO DE LAS LEYES EN MATERIA DE DISCAPACIDAD E INCLUSIÓN, ELABOREN UN PLAN DE ACCESIBILIDAD A SUS EDIFICIOS PÚBLICOS Y CUENTEN CON PERSONAL CAPACITADO EN LENGUA DE SEÑAS, PARA ATENDER A LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD AUDITIVA. 

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.- 

Compañeras y compañeros Diputados:

“Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos”, es la primera frase de la Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1948. Hoy, 70 años más tarde, aún existen en el mundo millones de personas con discapacidad cuyos derechos humanos se encuentran seriamente limitados o totalmente negados, por lo que la inclusión social de las personas con discapacidad es ahora más que una aspiración de igualdad; es un derecho de todo ser humano a ser reconocido como miembro de la comunidad de la que forma parte. Las personas con discapacidad representan casi el 5% de la población total y habitualmente padecen condiciones de exclusión por la forma en que se estructura y funciona la sociedad. 

La discapacidad, entendida en su contexto social, es mucho más que una mera condición: es una experiencia de diferencia y, con frecuencia, es también una experiencia de exclusión. Las personas con discapacidad conforman un grupo social en condiciones de desventaja y la sociedad ha encontrado muchas maneras de discriminar: se ofrecen a las personas con discapacidad menos oportunidades de trabajo, menos acceso a servicios de salud, difícil acceso a los edificios públicos, muy pocas impresiones en sistema Braille, casi nulas transmisiones en lenguaje de señas, barreras arquitectónicas, etc.

Los responsables de esta situación no son las personas con discapacidad, sino la indiferencia y la falta de comprensión de la sociedad y muchas veces de las autoridades, por lo que la variedad de impedimentos que privan a las personas con discapacidad del pleno ejercicio de sus derechos, deben ser un tema que aborde y del cual se ocupe esta Legislatura.  

En el caso de las dependencias públicas en general, en muchas ocasiones restringen sus derechos básicos y sobre todo el derecho al acceso y disfrute de los recursos, servicios e instalaciones públicas que están disponibles para toda la población. En otros casos, se restringen sus libertades ó son víctimas de prácticas discriminatorias; una de ellas es el hecho de que no exista infraestructura apropiada o personal capacitado que facilite su atención e inclusión; o ven limitados sus derechos al no ser incluidos en procesos, programas o servicios públicos que no han sido diseñados tomando en cuenta sus necesidades específicas.

Este grupo social ocupa un espacio creciente en las agendas de las políticas públicas. Aunque en la última década se han registrado avances importantes en este rubro de atención, todavía quedan muchas cosas por hacer; lo que nos ofrece la oportunidad de hacer de la equidad un principio integrador e igualitario que caracterice a esta Legislatura y permee a todas las administraciones municipales, por ser la primera instancia de atención a la ciudadanía.

La forma en que una comunidad trata a sus miembros con discapacidad es reflejo de su calidad y de los valores que dice promover. Las personas con discapacidad y sus organizaciones son un desafío para al resto de la sociedad y para quienes tomamos decisiones, ya que tenemos la responsabilidad de decidir qué cambios son necesarios para promover una interacción comunitaria más justa y en igualdad de derechos.  


Tanto la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, como la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, son de observancia para todas las instancias de gobierno incluidas las administraciones municipales; y se refieren a la discriminación por motivos de discapacidad como cualquier distinción, exclusión o restricción que tenga el propósito de obstaculizar el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos. 

En cuanto a las formas de discriminación, se incluye la denegación de ajustes razonables por lo que en apego a la Ley, las administraciones municipales debe hacer adecuaciones, ajustes, mejoras, ó establecer medidas contra la discriminación; además de emprender acciones afirmativas en las áreas de acceso a bienes y servicios de los edificios públicos, para procurar la igualdad de acceso y oportunidades para la ciudadanía. Además, las leyes establecen que deben tomarse medidas contra la discriminación, como compensar las desventajas para prevenir o corregir que una persona con discapacidad sea tratada, directa o indirectamente, de una forma menos favorable que otra que no lo sea, en una situación similar.


Impulsar medidas que promuevan la igualdad nos corresponde a toda la sociedad, pero en especial a las y los tomadores de decisiones, por  lo que resulta oportuno que las administraciones municipales eliminen de sus áreas de servicio y atención al público las barreras y conductas que pudieran estar atentando contra la dignidad de las personas ó creando un entorno intimidatorio y hostil que impide el acceso, en condiciones de igualdad, a los edificios públicos y a los servicios que se ofrecen. 


Por lo anteriormente expuesto, y considerando:

PRIMERO. Que es necesario dar cabal cumplimiento tanto a la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, como a la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO. Que es urgente atender los principios básicos que deben observar las políticas públicas, entre los que se encuentran: la equidad, la igualdad de oportunidades, el respeto a las facultades de las personas con discapacidad, el respeto a la dignidad, el derecho a la participación e inclusión social, el respeto por las diferencias, la aceptación de la discapacidad, la accesibilidad, y la no discriminación.

TERCERO. Que es indiscutible la necesidad de respetar el derecho de las personas con discapacidad de contar con la atención de personal administrativo sensibilizado y capacitado para ofrecerles servicios de información, atención, orientación y apoyo para resolver alguna situación o realizar algún trámite.

CUARTO. Que esta función de orientación y apoyo para trámites puede ser desempeñada por una persona INTÉRPRETE, a quienes las leyes en la materia describen como la persona oyente encargada de transmitir los mensajes entre dos o más personas que utilizan lenguas diferentes; su papel consiste en interpretar mensajes de Español a lengua de señas mexicana y viceversa. 

QUINTO. Que la Ley para el Desarrollo e Inclusión de las Personas con Discapacidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, en el Artículo Quinto Transitorio señala la obligación de las dependencias municipales de contar, en un plazo de doce meses contados a partir de marzo de 2013, con al menos un servidor público con conocimientos de lenguaje de señas.

Por lo anterior expuesto, y en ejercicio de las facultades que nos otorga el  Artículo 21 en su fracción VI de la Ley Orgánica del Congreso del Estado y con fundamento en los Artículos 179, 180, 181, 182 y demás relativos del citado ordenamiento, me presento por este conducto para someter como de urgente y obvia resolución, a la consideración de este H. Pleno del Congreso de la LXI Legislatura el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO

ÚNICO. QUE ESTE H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA  ENVÍE UN ATENTO EXHORTO A LOS 38 AYUNTAMIENTOS, PARA QUE EN CUMPLIMIENTO DE LAS LEYES EN MATERIA DE DISCAPACIDAD E INCLUSIÓN, ELABOREN UN PLAN DE ACCESIBILIDAD A SUS EDIFICIOS PÚBLICOS Y EN LA MEDIDA DE SUS POSIBILIDADES CUENTEN CON PERSONAL CAPACITADO EN LENGUA DE SEÑAS, PARA ATENDER A PERSONAS CON DISCAPACIDAD AUDITIVA. 

A T E N T A M E N T E,

Saltillo, Coahuila., a 12 de marzo de 2018

DIP. LUCÍA AZUCENA RAMOS RAMOS

H.  PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE. - 

Proposición con Punto de Acuerdo que presenta la diputada María Eugenia Cázares Martínez conjuntamente con los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con objeto de que este H. Pleno solicite a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público un informe sobre la veracidad de la información vertida en medios de comunicación acerca de las cuentas congeladas al municipio de Ramos Arizpe, debido a la omisión en el pago de impuestos federales durante las dos  administraciones anteriores.

Asimismo, que informe  a este Poder Legislativo si existen otros municipios, organismos descentralizados, paraestatales o autónomos, incluyendo a los poderes locales de nuestra entidad, que se encuentren en la misma situación de adeudo de impuestos federales, y en su caso, informe quiénes son y los montos correspondientes.

En fecha reciente los medios de comunicación dieron a conocer la noticia de que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público habría “congelado” las cuentas o algunas de las cuentas del municipio de Ramos Arizpe, por adeudos fiscales atribuibles a los ex alcaldes Ramón Oceguera y Ricardo Aguirre, por un monto aproximado de 50 millones de pesos. 

De ser verdad esto, estamos hablando de una grave e inmediata afectación a las finanzas del municipio en cuestión, y en especial, al sostenimiento de los servicios primarios que presta el ayuntamiento, generando un grave menoscabo a todo lo relacionado con el gasto público programado para esto año de conformidad a los planes y programas del ayuntamiento. Esto sin mencionar que, de tener que pagar esos adeudos la presente administración, el daño afectaría al municipio por largo tiempo, tomando en cuenta su capacidad presupuestal y de recaudación fiscal.

Estaríamos hablando de una deuda adicional a los pasivos que de forma ordinaria son responsabilidad del municipio, y por un monto que impacta de manera considerable en sus finanzas.

Es por ello, que en base a que aún no se cuenta a la fecha y hora de la presentación de esta proposición con información oficial o reconocida de manera pública, solicitamos que  la Secretaría de Hacienda y Crédito Público nos aclare estos hechos, y en su caso, precise los mismos; además de conocer si existen otro municipios, organismos o los propios poderes de nuestra entidad en situación similar.

 Por las razones expuestas, presentamos a esta soberanía la siguiente: 

Proposición con Puntos de Acuerdo:

Que por las características del caso solicitamos que sea resuelta en la vía de urgente y obvia resolución.

Único. -  Este H. Pleno solicita  a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público un informe sobre la veracidad de la información vertida en medios de comunicación acerca de las cuentas congeladas al municipio de Ramos Arizpe, debido a la omisión en el pago de impuestos federales durante las dos  administraciones anteriores.

Asimismo, que informe a este Poder Legislativo si existen otros municipios, organismos descentralizados, paraestatales o autónomos, incluyendo a los poderes locales de nuestra  entidad, que se encuentren en la misma situación de adeudo de impuestos federales, y en su caso, informe quiénes son y los montos correspondientes.

Fundamos esta petición en los artículos 21, Fracción VI,  179, 180 y 182 de La Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MÁS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCION NACIONAL”

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, 14 de marzo de 2018

POR EL GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL”

DIP. MARIA EUGENIA CAZARES MARTINEZ
    DIP. MARCELO DE JESUS TORRES COFIÑO

DIP. ROSA NILDA GONZÁLEZ NORIEGA
DIP. FERNANDO IZAGUIRRE VALDÉS

DIP. BLANCA EPPEN CANALES         
DIP. JUAN CARLOS GUERRA LÓPEZ NEGRETE

DIP. GERARDO ABRAHAM AGUADO GÓMEZ
DIP. GABRIELA ZAPOPAN GARZA GALVÁN

DIP. JUAN ANTONIO GARCÍA VILLA

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL DIPUTADO EMILIO ALEJANDRO DE HOYOS MONTEMAYOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO “BRIGIDO RAMIRO MORENO HERNÁNDEZ”  DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE QUE PROPONE EXHORTAR AL EJECUTIVO A ELABORAR UN DIAGNÓSTICO CERTERO DE LA POSICIÓN QUE GUARDA COAHUILA EN EL TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE. 

CON SU VENIA DIPUTADO PRESIDENTE

H. CONGRESO DEL ESTADO
PRESENTE.-

El suscrito Diputado Emilio Alejandro De Hoyos Montemayor del Grupo Parlamentario “Brigido Ramiro Moreno Hernández”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, conjuntamente con la Diputada y Diputado que suscriben el presente documento, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 21, fracción VI, 179, 180, 181, 182  y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, nos permitimos presentar a esta soberanía la presente Proposición con Punto de Acuerdo, a través de la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Si hay algo de lo que no podemos ni debemos dudar, es el hecho de que Coahuila entero está inmerso en la dinámica permanente que da vida a América del Norte. La geografía no miente, ahí el primer elemento, pero no más importante que el impacto integral que tiene nuestro continente sobre la vida de nuestra gente. La economía y la seguridad son los temas que más preocupan a la sociedad y tienen todo que ver con nuestros socios y vecinos, particularmente con Estados Unidos de América. 

Sabrán ustedes que represento un distrito fronterizo, orgullosamente soy de la frontera de Coahuila y es mi obligación levantar las señales de alerta cuando la realidad así lo amerite. Pero pensar que una buena o mala relación con nuestros vecinos, sólo le afecta a la frontera y no al resto del Estado, es absurdo y ajeno a toda realidad. Basta visitar las zonas industriales de todas las ciudades del interior del Estado o los productos que se compran en los supermercados, tanto de México como de Estados Unidos y Canadá, para percatarnos de que todos estamos en el mismo barco.

La dinámica trilateral es una realidad. El Tratado de Libre Comercio vive en nuestra vida diaria y está presente en todos los rincones del Estado. Ahora bien, más que venir ante ustedes a hacer una defensa de este instrumento internacional, cosa que puede ser objeto de otro debate. Vengo en realidad a cuestionar y a preguntar con todo respeto, con un ánimo profundamente constructivo. Créanme compañeras y compañeros diputados, un mal resultado un mal desenlace, no habrá de distinguir entre colores y partidos políticos. Los efectos negativos los habremos de resentir todos. 

Ya pasó más de un año desde que el Presidente de los Estados Unidos tomara protesta de su encargo. Más aun desde que envío señales claras de sus intenciones para con México en su campaña electoral. Ya van siete rondas de negociaciones entre México, Estados Unidos y Canadá sin tener un resultado final. Ahora se suma el fantasma de la elección de este 2018, los resultados que esta pudiera traer y los efectos que tendrían en esta relación comercial. 

Aquí la duda, la pregunta sincera al Ejecutivo Estatal es ¿Y que estamos haciendo al respecto Señor Gobernador? ¿Cómo se prepara Coahuila ante los diferentes escenarios? Convengo que quizá al Gobernador no lo inviten a las negociaciones que se llevan a cabo a nivel de representantes nacionales, me queda claro que el curso que tomen las mismas está, en una grandísima parte, fuera de nuestro control. Pero una cosa no tiene nada que ver con la otra. Coahuila es un estado libre y soberano. 
Como tal los poderes del estado estamos obligados a prepararnos y a preparar planes de contingencia, así como lo hacemos en materia de salud, protección civil y otros. Hace apenas unos días recibimos la clara amenaza de Estados Unidos que buscaba fijar aranceles al acero. Fue sólo por la decisión unilateral del Presidente Trump que nos enteramos que México quedaría exento de este grupo. Ya veremos el costo de este acto de generosidad en las negociaciones del TLC. Pero no quiero ni imaginar el costo que eso hubiera tenido en miles de familias coahuilenses.

Todos hacemos votos para que los países de América del Norte lleguemos a una solución favorable. Los pueblos de nuestro continente así lo merecen y así lo reclaman. La globalización es una realidad que ningún populista puede darse el lujo de torpedear. Podrá afectar a su país, podría retrasar algunos beneficios, pero siempre habrá quien los tome y siga adelante. 

Estoy de acuerdo con los muchos expertos y los mismos gobiernos. Esta es la oportunidad para revisar y actualizar un acuerdo que a dos décadas y media merece un nuevo impulso. Pero, así como los grupos empresariales agremiados y los muchos grupos de interés levantan la voz para proteger a su sector, sea en la agricultura, la industria automotriz y muchas más.

Así también queremos ver al Gobernador de Coahuila y a su equipo dando la batalla por los Coahuilenses. ¿Cuáles son los temas de esa agenda trilateral que más nos afectan? ¿Qué debemos de pelear para que los coahuilenses se beneficien de una buena negociación? ¿Cuál fue el diagnóstico y como llegamos a él? Y por supuesto la pregunta que más me inquieta ¿Acaso tenemos un diagnóstico hecho? ¿Sabemos que podemos y debemos pedir y pelear para alcanzar un mayor bienestar? 

Trabajemos en conjunto para fortalecer la economía de los coahuilenses, nuestras fronteras y nuestro futuro en esta dinámica de relación internacional siempre beneficiando a nuestra gente. 

Por lo anteriormente expuesto presento el siguiente punto de acuerdo con carácter de urgente y obvia resolución. 

Primero.- Que este H. Congreso solicite respetuosamente al Ejecutivo del Estado, convoque a los poderes del Estado, al sector empresarial, laboral, académico y social, a mesas de trabajo eficientes y plurales para elaborar un diagnóstico certero de la posición que guarda Coahuila en el Tratado de Libre Comercio de América del Norte. 

Segundo.- Así mismo que esta Soberanía haga una atenta invitación al Secretario de Desarrollo Económico del Estado a que acuda ante las comisiones unidas de Desarrollo Económico, Competitividad y Turismo y Asunto Fronterizos para que en un ánimo constructivo, fijemos las prioridades y las reglas de ese diálogo a favor de una posición privilegiada de Coahuila en el Tratado de Libre Comercio. 
Por una gobierno de Concertación Democrática  
DIPUTADO EMILIO ALEJANDRO DE HOYOS MONTEMAYOR

DIPUTADA ZULMMA VERENICE GUERRERO CÁZARES

DIPUTADO EDGAR GERARDO SÁNCHEZ GARZA
PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA LA DIPUTADA CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “ELVIA CARRILLO PUERTO” DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA, A TRAVÉS DE LA QUE SE EXHORTA A LA SECRETARÍA DEL TRABAJO DEL ESTADO DE COAHUILA A QUE EN EL ÁMBITO DE SUS COMPETENCIAS INSPECCIONE DE MANERA OBLIGATORIA, LA SITUACIÓN DE LA IGUALDAD SALARIAL ENTRE HOMBRES Y MUJERES. ASÍ MISMO, SE SOLICITE A LA DELEGACIÓN EN COAHUILA DE LA SECRETARÍA DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, A QUE DENTRO DE SUS RESPECTIVAS ATRIBUCIONES Y COMPETENCIAS, IMPULSE A QUE LOS CENTROS DE TRABAJO DE LA ENTIDAD SE CERTIFIQUEN EN EL MODELO DE EQUIDAD DE GÉNERO.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

PRESENTE.

La suscrita Diputada Claudia Isela Ramírez Pineda, de la fracción parlamentaria “Elvia Carrillo Puerto” Del Partido de la Revolución Democrática”, suscribe el presente documento, con apoyo en lo dispuesto por los artículos 21 fracciones VI y VI, 179, 180, 181, 182  y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito presentar a esta soberanía la presente proposición con punto de acuerdo a través de la siguiente

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Las desigualdades laborales son un problema que todavía afecta a la mayoría de las mujeres mexicanas. Si bien el artículo 4º de la Constitución garantiza la igualdad entre la mujer  y el hombre, lo cierto es que en muchos centros de trabajo, esta disposición no es cumplida a cabalidad. 

Más que ser un problema jurídico nos encontramos con un problema social, en el que mucho influye la discriminación hacia las mujeres, pues todavía existe un sector empresarial, que se rehúsa a reconocer  que las mujeres contamos con la misma capacidad laboral que los hombres.

No digo esto como una situación meramente retórica. Según datos de la última Encuesta Nacional sobre Productividad y Competitividad de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas (ENAPROCE), en el año 2015 había un total de 4, 048,543 (cuatro millones cuarenta y ocho mil quinientos cuarenta y tres) empresas en México
, de las cuales tan sólo 220 estaban certificadas en el Modelo de Equidad de Género de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social
. En 2018, el padrón de centros de trabajo certificados aumento sólo a 283.

De igual forma, la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE) sostiene que: de las mujeres ocupadas, 23.3% trabajan por cuenta propia,  sólo 2.3% son empleadoras y 7.5% no recibe remuneración por su trabajo. Dos de cada tres mujeres ocupadas (66.9%) son subordinadas y remuneradas, de ellas, 37.7% no cuenta con acceso a servicios de salud como prestación laboral, 41.9% labora sin tener un contrato escrito, más de la tercera parte (33.8%) no cuenta con prestaciones laborales, sólo una de cada dos trabajadoras subordinadas (55.2%) goza de vacaciones pagadas, el 62.6% recibe aguinaldo y   sólo el 16.9% participa en el reparto de utilidades
.

A todos estos datos hay que agregarle el problema de la desigualdad salarial, pues según la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE),  en México, los hombres ganan en entre 17 % y 19% más que las mujeres por la realización de las mismas actividades, lo que genera discriminación directa a la mujer y una flagrante violación al principio de “igual trabajo, igual salario”.

Ante esta situación, es necesario que las autoridades encargadas de aplicar las normas laborales, desarrollen y utilicen mecanismos idóneos que verdaderamente garanticen la igualdad salarial entre mujeres y hombres. No es que no existan programas, el problema es que los que existen no son totalmente eficaces para combatir la problemática.

 Por ejemplo, la Secretaría del Trabajo del Estado cuenta con un “Programa Anual de Inspección Local del Trabajo”
, el cual determina el cumplimiento de la legislación laboral en cada una de las empresas que operan en la entidad; y, aunque uno de los ámbitos de inspección es la igualdad salarial, el mismo programa establece que la revisión de este rubro es focalizado y se activa por medio de las quejas de las interesadas, por lo que no se verifica que el 100% de los centros de trabajo cumplan con esta disposición. Además, el hecho de que la inspección se active por las quejas de los trabajadores, implica que las mujeres se confronten con sus patrones y esto pueda de alguna forma complicar el ambiente en el que laboran.

De la misma forma, la Secretaría del Trabajo y Previsión Social al nivel federal, cuenta con un programa de certificación de empresas en el Modelo de Equidad de Género, sin embargo, al ser éste optativo, la gran mayoría de las empresas no lo suscriben ni lo aplican. 

Por estas razones, surge la necesidad de que la LXI Legislatura le dé cauce a las demandas de las mujeres que exigen se les trate con igualdad, y se asuman los compromisos y políticas públicas necesarias para que la desigualdad salarial desaparezca de los centros de trabajo de nuestro Estado, buscando desde todas las trincheras una comunidad más justa y equitativa.

Por lo tanto, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 21 fracción VI VII, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente:

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO

Misma que solicitamos sea tramitada como de obvia y urgente resolución: 

Primero.-  Se exhorte respetuosamente a la Secretaría del Trabajo del Estado de Coahuila, a que con base en sus respectivas atribuciones, realice de manera obligatoria, la inspección del cumplimiento del principio de igualdad salarial entre mujeres y hombres en todos los centros de trabajo que estén bajo su competencia, informando a esta soberanía sobre los resultados de las inspecciones una vez que sean llevadas a cabo.

Segundo.-  Se solicite  respetuosamente a la Delegación en Coahuila de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social  a que con base en sus respectivas competencias establezcan los mecanismos necesarios para impulsar a que todas las empresas que operan en el Estado de Coahuila de Zaragoza, se certifiquen en el Modelo de Equidad de Género y en aras de la transparencia y la buena fe, tenga a bien informar al Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza sobre la aplicación de dichas medidas.

SALÓN DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 13 de Marzo de 2018

DIPUTADA CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA
Asunto: Se propone la creación

de la Comisión Especial para la Garantía de los

Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes

DIP. JUAN ANTONIO GARCÍA VILLA

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA

DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA
P R E S E N T E.- 

DIP. JAIME BUENO ZERTUCHE integrante del Grupo Parlamentario “Gral. Andrés S. Viesca” del Partido Revolucionario Institucional de la LXI Legislatura, conjuntamente con las Diputadas y Diputados que suscriben el presente, y con fundamento en lo dispuesto en los artículos 21, fracción VI, 24, fracción II, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Libre, Independiente y Soberano de Coahuila de Zaragoza, y demás aplicables presentan ante esta Soberanía, una proposición con Punto de Acuerdo, al tenor de las siguientes:

CONSIDERACIONES

Como es del conocimiento general, los derechos humanos son derechos inherentes a todas las personas humanas, sin distinción de nacionalidad, raza, sexo, origen étnico, religión, ideología, o cualquier otra razón o condición. Todos los seres humanos, por el solo hecho de serlo, tenemos una serie de derechos que se relacionan entre sí, y que la sola afectación de uno de ellos, impacta directamente en los demás derechos.

El respeto a los derechos humanos debe traspasar fronteras y condiciones políticas, económicas y sociales; debe ir por encima de intereses colectivos y tendencias generacionales. Y más aún, las autoridades deberán velar por el debido respeto y cuidado de los derechos de las personas con situaciones de vulnerabilidad o desventaja ante otros.

En ese sentido, la comunidad internacional ha trabajado incansablemente por el cuidado y atención a las necesidades de los sectores más vulnerables. Un ejemplo de ello, es el constante esfuerzo por velar por las necesidades de los niños, así como por el trabajo en aras de que se respeten sus derechos, a través de la creación de instancias propias en la materia, como el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia UNICEF, así como instrumentos legales que los estados parte adoptan y asumen el compromiso de respetarlos y promoverlos, tales como la Convención Sobre los Derechos del Niño
, dirigida a lograr seres humanos con derecho de pleno desarrollo físico, mental y social y con pleno derecho a expresar sus ideas. 

Bajo ese tenor, y en cumplimiento al respeto de los derechos humanos de la infancia, nuestro país ha demostrado constante interés y esfuerzo por contar con una normativa actualizada, proteccionista y garantista de los derechos de este sector de la población, de acuerdo al mandato internacional, así como a lo previsto en el artículo 4°, párrafo noveno de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que dispone:


Artículo 4.- …

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez.
En virtud de lo anterior, el Ejecutivo del Gobierno Federal Mexicano, tuvo a bien publicar el 4 de diciembre de 2014, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, como un instrumento jurídico rector de la defensa de los derechos de este sector poblacional, mediante la implementación de acciones, coordinación de funciones entre órdenes de gobierno, para garantizar el pleno ejercicio de los derechos de la infancia y adolescencia.

Dicho ordenamiento estableció en sus disposiciones transitorias, la armonización legislativa en cada una de las entidades federativas. Sin embargo, el Estado de Coahuila de Zaragoza emitió con antelación al ordenamiento general, la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños, Niñas y Adolescentes, la cual se publicó en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el pasado 18 de marzo de 2014. No obstante lo anterior, el 19 de mayo de 2015, atendiendo al mandato transitorio de la Ley General, se realizaron las armonizaciones legislativas pertinentes al ordenamiento estatal, contando así, a partir de esa fecha, con una Ley Estatal completa, actualizada y puntal en el rubro de los derechos de la infancia y adolescencia. 

Las aplicación de las disposiciones de esta Ley Estatal recaen propiamente en el Sistema para la Garantía y Protección de los Derechos  Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes órgano presidido por el Gobernador Constitucional del Estado, integrado por titulares de las Secretarías de Estado, gobiernos municipales, representantes de los Poderes Legislativo y Judicial del Estado, sociedad civil, niñas, niños y representantes honorarios, así como en la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia.

Con la integración diversa y multidisciplinaria del Sistema Estatal para la Garantía y Protección de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes queda de manifiesto que, velar por los intereses de la niñez y la adolescencia, es un compromiso general de todos aquellos actores públicos, sociales y privados que tengan relación con los derechos de niñas, niños y adolescentes.

A consecuencia de ello, la Honorable Legislatura local que antecedió a la actual, acordó la creación de la Comisión Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes, con el objeto de fungir como coadyuvante en las acciones y compromisos encaminados a garantizar los derechos de niñas, niños y adolescentes, desde el seno Legislativo del Congreso Local, funcionando a la par con la Comisión Ordinaria de Derechos de la Niñez y la Adolescencia del Senado de la República, así como la Comisión Ordinaria de Derechos de la Niñez de la Cámara de Diputados.

La creación de la Comisión Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes, en la LX Legislatura Local, resultó una acción por demás atinada y favorable que, consideramos pertinente y además, necesaria en su quehacer, a fin de continuar los trabajos y esfuerzos necesarios para contribuir a resolver las necesidades básicas de niñas, niños y adolescentes, así como ser una instancia más que procure, desde su trinchera legislativa, el impulso y fortalecimiento de  sus oportunidades de desarrollo, salud, acceso a oportunidades, libertad de expresión y bienestar integral.

Por lo anteriormente descrito, y con fundamento en lo dispuesto en las disposiciones señaladas, sometemos a consideración de esta Soberanía, esperando que el mismo sea resuelto como urgente y de obvia resolución, la siguiente proposición con Punto de Acuerdo:

PRIMERO.- Se acuerda la creación de la Comisión Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes.
SEGUNDO.- La Comisión Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes, fungirá como coadyuvante con las demás instancias del Gobierno Estatal en el cumplimiento del objeto previsto en el artículo 1° de la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza. Para lo anterior, podrá llevar a cabo las acciones siguientes:
I.
Promover la actualización y armonización legislativa de las disposiciones estatales encaminadas a garantizar los derechos de niñas, niños y adolescentes;

II.
Establecer foros de discusión y mesas de trabajo en materia de derechos humanos de niñas, niños y adolescentes;

III.
Promover el respeto y debida observancia de los principios rectores de derechos de niñas, niños y adolescentes, previstos en las leyes en la materia;

IV.
Conocer por sí y en coordinación con otras Comisiones de asuntos relativos a los derechos de niñas, niños y adolescentes;

V.
Realizar acciones y eventos culturales y multidisciplinarios que tengan como fin la promoción del desarrollo, educación, salud, esparcimiento y acceso a oportunidades de niñas, niños y adolescentes dentro del Estado de Coahuila de Zaragoza;

VI.
Conocer de aquellos asuntos que sean o se consideren de la competencia de esta Comisión, y 

VII.
Los demás asuntos que, para tal efecto le sean encomendados.

TERCERO.- La Comisión Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes podrá coordinar acciones con las Comisiones Ordinarias debidamente integradas, cuyo objeto guarde relación con ella.
CUARTO.- La Junta de Gobierno del Honorable Congreso del Estado, determinará la integración de la Comisión Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes, para lo cual deberá tomar en cuenta la participación de los distintos partidos políticos representados, la equidad de género.
QUINTO.- La Comisión Especial para la Garantía de los Derechos Humanos de Niñas, Niños y Adolescentes iniciará sus funciones de manera inmediata, una vez que quede debida y formalmente instalada.
SEXTO.- Una vez que finalice el período de la Sexagésima Primera Legislatura, se declarará concluida esta Comisión Especial.

A T E N T A M E N T E

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 13 de marzo de 2018.

DIPUTADO JAIME BUENO ZERTUCHE

INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. ANDRÉS S. VIESCA”, 

DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. ANDRÉS S. VIESCA”, 

DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. MARÍA ESPERANZA CHAPA GARCÍA
DIP. LUCÍA AZUCENA RAMOS RAMOS
DIP. JOSEFINA GARZA BARRERA
DIP. SAMUEL RODRÍGUEZ MARTÍNEZ

DIP. GRACIELA FERNÁNDEZ ALMARAZ
DIP. VERÓNICA BOREQUE MARTÍNEZ GONZÁLEZ
DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. JESÚS BERINO GRANADOS
DIP. DIANA PATRICIA GONZÁLEZ SOTO

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, POR LA QUE SE PROPONE LA CREACIÓN DE LA COMISIÓN ESPECIAL PARA LA GARANTÍA DE LOS DERECHOS HUMANOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES.
H.  PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado Gerardo Abraham Aguado Gómez, conjuntamente con los diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional”, con objeto de que este H. Pleno solicite al Secretario de Finanzas de la entidad un informe detallado sobre los motivos por los que debió utilizarse un considerable porcentaje del fondo de reserva para la deuda local durante el año 2017, y el destino de esos recursos.

Asimismo, que informe sobre los pagos que se han realizado por servicio a la deuda del estado desde el año 2011 al 2017, de acuerdo con los presupuestos de egresos de cada año y en su caso, las diferencias en relación con el presupuesto destinado para  este fin.

Si atendemos a lo dispuesto en los Presupuestos de Egresos del Gobierno del Estado publicados en el sitio WEB de este Poder Legislativo, podremos hallar la información relativa al porcentaje o partida destinada al Servicio de la Deuda para cada año desde 2011.  Dejamos a consideración de  todos ustedes la suma y análisis de esas cantidades.

Por otra parte, el contrato del Fideicomiso Maestro de la Deuda, publicado en el sitio WEB de la SEFIN, por ende, de acceso a todo el público, contiene diversos apartados y cláusulas que hacen mención a las garantías que la entidad debió constituir para garantizar los pagos de la deuda, además de la forma en que se conformarán  el Fondo de Reserva y los fondos para los casos de falta de liquidez y otros problemas que impidan continuar, en un momento dado, con el servicio a la deuda en los términos suscritos con los acreedores, es decir, los bancos. 

En fecha reciente, la calificadora Fitch Ratins quien dio a conocer que en 2017, la pasada administración gastó el 66% del Fondo de Reserva del Fideicomiso Maestro del pago de la deuda y el actual Gobierno tendrá que reponerlo. Para ello tiene como plazo máximo el mes de octubre.

Sin embargo; para citar la fuente original de esta información, reproducimos algunos extractos del documento de la calificadora multicitada:

“…Las coberturas del servicio de la deuda modeladas bajo diversos escenarios fueron superiores a 2x, atributo fuerte para la estructura del crédito. Asimismo, en el análisis de seguimiento de coberturas del servicio de la deuda a enero de 2018 las coberturas promedio fueron de 2.93x y 5.43x considerando el fondo de reserva. Es importante mencionar que en los meses de octubre y noviembre de 2017 se observó una disminución en el fondo de reserva debido a que el Estado solicitó el uso de estos recursos. Cuatro de los acreedores que forman parte del Fideicomiso Maestro otorgaron dispensas por única ocasión para realizar la disposición de aproximadamente 66% del fondo de reserva correspondiente a cada uno de sus financiamientos. La totalidad del fondo de reserva será restituido en los próximos 11 meses….” Fin de la cita textual.

En este contexto, consideramos necesario y urgente que el Secretario de Finanzas en la entidad nos explique las razones y alcances de estas operaciones. Así como lo referente a los pagos realizados al Servicio de la Deuda. 

Por otra parte, existe una discrepancia entre la cifra que nos fue proporcionada por el Secretario de Finanzas en la comparecencia ante la Comisión Finanzas de este Poder Legislativo, relativa a los pagos que se han realizado por Servicio a la Deuda. La cantidad mencionada por la SEFIN no coincide ni por asomo con la que se plasma (suma total) en los presupuestos de egresos del año 2011 al 2017;   por lo que resulta necesario una aclaración al respecto, ya sea que no se hicieron los pagos completos, que se renegociaron, o bien, otros motivos que justifiquen la discrepancia multicitada. 

Por las razones expuestas, presentamos a esta soberanía la siguiente: 
Proposición con Puntos de Acuerdo:

Que por las características del caso solicitamos que sea resuelta en la vía de urgente y obvia resolución.

Único. -  Este H. Pleno solicita al Secretario de Finanzas de la entidad un informe detallado sobre los motivos por los que debió utilizarse un considerable porcentaje del fondo de reserva para la deuda local durante el año 2017, y el destino de esos recursos.

Asimismo, que informe sobre los pagos que se han realizado por servicio a la deuda del estado desde el año 2011 al 2017, de acuerdo con los presupuestos de egresos de cada año y en su caso, las diferencias en relación con el presupuesto destinado para  este fin.

Fundamos esta petición en los artículos 21, Fracción VI, 179, 180 y 182 de La Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MÁS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCION NACIONAL” 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, 14 de marzo de 2018

POR EL GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL”

    DIP. GERARDO ABRAHAM AGUADO GOMEZ
DIP. MARIA EUGENIA CAZARES MARTINEZ

DIP. ROSA NILDA GONZÁLEZ NORIEGA
DIP. FERNANDO IZAGUIRRE VALDÉS

DIP. BLANCA EPPEN CANALES                            
DIP. JUAN CARLOS GUERRA LÓPEZ NEGRETE

DIP. MARCELO DE JESUS TORRES COFIÑO
DIP. GABRIELA ZAPOPAN GARZA GALVÁN

DIP. JUAN ANTONIO GARCÍA VILLA

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL DIPUTADO FERNANDO IZAGUIRRE VALDÉS, EN CONJUNTO CON LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, POR EL QUE ESTE H. PLENO SOLICITA A LA PROCUDARURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA QUE INFORME A ESTE ÓRGANO LEGISLATIVO EL ESTADO QUE GUARDAN LAS DENUNCIAS PRESENTADAS EN EL AÑO 2017 POR ALGUNOS CIUDADANOS COAHUILENSES EN MATERIA DE DEUDA PÚBLICA Y USO INDEBIDO DE RESCURSOS PÚBLICOS. 

CONSIDERANDO

Que en fecha 3 de abril de 2017 la Procuraduría General de la República recibió una denuncia presentada por los C. Eduardo Ismael Aguilar Sierra y Sergio Alfredo Sigüenza Escamilla en contra de los C. Miguel Ángel Riquelme Solís, Alberto Porragas Quintanilla y/o quienes resulten responsables por la utilización de recursos del Fondo Nacional de Desastres Naturales destinados a los municipios de Francisco I. Madero, Torreón, San Pedro de las Colonias y Viesca por las lluvias acontecidas en 2016, con fines electorales. 

Que en fecha 3 de abril de 2017 la Procuraduría General de la República recibió una denuncia presentada por los C. Bernardo González Morales y Jesús de León Tello en contra del C. José Armando Plata Sandoval, por peculado, enriquecimiento ilícito, negociación ilícita, uso y tráfico de influencias, aprovechamiento indebido de información reservada y cohecho en materia de Deuda Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Que en fecha 3 de abril de 2017 la Procuraduría General de la República recibió una denuncia presentada por los C. Bernardo González Morales y Jesús de León Tello en contra de los C. Jorge Torres López, Oscar Pimentel González, Salomón Juan Marcos Issa, Víctor Zamora Rodríguez, Luis Gerardo García Martínez, Fausto Destenave Kuri, Hugo Martínez González, Manuel Jaime Castillo Garza, Héctor Óscar Fernández Aguirre, Eduardo Olmos Castro,  Antonio Juan Marcos Villarreal, Hilda Flores Escalera, Jesús Torres Charles, Raymundo Verduzco Rosán, Homero Ramos Gloria, Jorge Alanís Canales, Román Alberto Cepeda, Héctor Javier Villarreal Hernández, David Aguillón Rosales, María Esther Monsiváis Guajardo, José Luis Moreno Aguirre, Jesús Ochoa Galindo, Luis Fernando García Abusaíd, Jorge Juan Torres, Ismael Eugenio Ramos Flores, Vicente Chaires Yáñez, por peculado, enriquecimiento ilícito, negociación ilícita, uso y tráfico de influencias, aprovechamiento indebido de información reservada y cohecho en materia de Deuda Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Que en fecha 3 de abril de 2017 la Procuraduría General de la República recibió una denuncia presentada por los C. Bernardo González Morales y Jesús de León Tello en contra del C. Humberto Moreira Valdés, por peculado, enriquecimiento ilícito, negociación ilícita, uso y tráfico de influencias, aprovechamiento indebido de información reservada y cohecho en materia de Deuda Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Que en fecha 3 de abril de 2017 la Procuraduría General de la República recibió una denuncia presentada por los C. Bernardo González Morales y Jesús de León Tello en contra del C. Miguel Ángel Riquelme Solís, por peculado, enriquecimiento ilícito, negociación ilícita, uso y tráfico de influencias, aprovechamiento indebido de información reservada y cohecho en materia de Deuda Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Que en fecha 3 de abril de 2017 la Procuraduría General de la República recibió una denuncia presentada por los C. Bernardo González Morales y Jesús de León Tello en contra del C. Rubén Ignacio Moreira Valdés, por peculado, enriquecimiento ilícito, negociación ilícita, uso y tráfico de influencias, aprovechamiento indebido de información reservada y cohecho en materia de Deuda Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Que en marzo de 2017 la Procuraduría General de la República recibió una denuncia presentada por los C. Bernardo González Morales y Jesús de León Tello en contra del C. Rubén Ignacio Moreira Valdés por la utilización de recursos del Fondo Nacional de Desastres Naturales destinados a los municipios de Francisco I. Madero, Torreón, San Pedro de las Colonias y Viesca por las lluvias acontecidas en 2016, con fines electorales. 

Y considerando que el artículo 21 fracción VII de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza señala que Son Derechos de las Diputadas y los Diputados, en los términos de dicha Ley, el gestionar ante las autoridades competentes la atención de las demandas de sus representados.

Mientras que por otra parte, el artículo 24 fracción II de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza señala que son obligaciones de las y los Diputados el representar los intereses de los coahuilenses con relación a la actividad y gestión legislativa que desempeña.

Por las razones expuestas, presentamos a esta soberanía la siguiente:

Proposición con Puntos de Acuerdo:

Que por las características del caso solicitamos que sea resuelta en la vía de urgente y obvia resolución.
ÚNICO. ESTE H. PLENO SOLICITA A LA PROCUDARURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA QUE INFORME A ESTE ÓRGANO LEGISLATIVO EL ESTADO QUE GUARDAN LAS SIGUIENTES DENUNCIAS PRESENTADAS EN EL AÑO 2017 POR ALGUNOS CIUDADANOS COAHUILENSES EN MATERIA DE DEUDA PÚBLICA Y USO INDEBIDO DE RESCURSOS PÚBLICOS, IDENTIFICABLES POR LOS DATOS QUE SE OFRECEN A CONTINUACIÓN:
I. DENUNCIA PRESENTADA POR LOS C. EDUARDO ISMAEL AGUILAR SIERRA Y SERGIO ALFREDO SIGÜENZA ESCAMILLA EN CONTRA DE LOS C. MIGUEL ÁNGEL RIQUELME SOLÍS, ALBERTO PORRAGAS QUINTANILLA Y/O QUIENES RESULTEN RESPONSABLES POR LA UTILIZACIÓN DE RECURSOS DEL FONDO NACIONAL DE DESASTRES NATURALES DESTINADOS A LOS MUNICIPIOS DE FRANCISCO I. MADERO, TORREÓN, SAN PEDRO DE LAS COLONIAS Y VIESCA POR LAS LLUVIAS ACONTECIDAS EN 2016, CON FINES ELECTORALES.

II. DENUNCIA PRESENTADA POR LOS C. BERNARDO GONZÁLEZ MORALES Y JESÚS DE LEÓN TELLO EN CONTRA DEL C. JOSÉ ARMANDO PLATA SANDOVAL, POR PECULADO, ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO, NEGOCIACIÓN ILÍCITA, USO Y TRÁFICO DE INFLUENCIAS, APROVECHAMIENTO INDEBIDO DE INFORMACIÓN RESERVADA Y COHECHO EN MATERIA DE DEUDA PÚBLICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

III. DENUNCIA PRESENTADA POR LOS C. BERNARDO GONZÁLEZ MORALES Y JESÚS DE LEÓN TELLO EN CONTRA DE LOS C. JORGE TORRES LÓPEZ, OSCAR PIMENTEL GONZÁLEZ, SALOMÓN JUAN MARCOS ISSA, VÍCTOR ZAMORA RODRÍGUEZ, LUIS GERARDO GARCÍA MARTÍNEZ, FAUSTO DESTENAVE KURI, HUGO MARTÍNEZ GONZÁLEZ, MANUEL JAIME CASTILLO GARZA, HÉCTOR ÓSCAR FERNÁNDEZ AGUIRRE, EDUARDO OLMOS CASTRO,  ANTONIO JUAN MARCOS VILLARREAL, HILDA FLORES ESCALERA, JESÚS TORRES CHARLES, RAYMUNDO VERDUZCO ROSÁN, HOMERO RAMOS GLORIA, JORGE ALANÍS CANALES, ROMÁN ALBERTO CEPEDA, HÉCTOR JAVIER VILLARREAL HERNÁNDEZ, DAVID AGUILLÓN ROSALES, MARÍA ESTHER MONSIVÁIS GUAJARDO, JOSÉ LUIS MORENO AGUIRRE, JESÚS OCHOA GALINDO, LUIS FERNANDO GARCÍA ABUSAÍD, JORGE JUAN TORRES, ISMAEL EUGENIO RAMOS FLORES, VICENTE CHAIRES YÁÑEZ, POR PECULADO, ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO, NEGOCIACIÓN ILÍCITA, USO Y TRÁFICO DE INFLUENCIAS, APROVECHAMIENTO INDEBIDO DE INFORMACIÓN RESERVADA Y COHECHO EN MATERIA DE DEUDA PÚBLICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

IV. DENUNCIA PRESENTADA POR LOS C. BERNARDO GONZÁLEZ MORALES Y JESÚS DE LEÓN TELLO EN CONTRA DEL C. HUMBERTO MOREIRA VALDÉS, POR PECULADO, ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO, NEGOCIACIÓN ILÍCITA, USO Y TRÁFICO DE INFLUENCIAS, APROVECHAMIENTO INDEBIDO DE INFORMACIÓN RESERVADA Y COHECHO EN MATERIA DE DEUDA PÚBLICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

V. DENUNCIA PRESENTADA POR LOS C. BERNARDO GONZÁLEZ MORALES Y JESÚS DE LEÓN TELLO EN CONTRA DEL C. MIGUEL ÁNGEL RIQUELME SOLÍS, POR PECULADO, ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO, NEGOCIACIÓN ILÍCITA, USO Y TRÁFICO DE INFLUENCIAS, APROVECHAMIENTO INDEBIDO DE INFORMACIÓN RESERVADA Y COHECHO EN MATERIA DE DEUDA PÚBLICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

VI. DENUNCIA PRESENTADA POR LOS C. BERNARDO GONZÁLEZ MORALES Y JESÚS DE LEÓN TELLO EN CONTRA DEL C. RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDÉS, POR PECULADO, ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO, NEGOCIACIÓN ILÍCITA, USO Y TRÁFICO DE INFLUENCIAS, APROVECHAMIENTO INDEBIDO DE INFORMACIÓN RESERVADA Y COHECHO EN MATERIA DE DEUDA PÚBLICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

VII. DENUNCIA PRESENTADA POR LOS C. BERNARDO GONZÁLEZ MORALES Y JESÚS DE LEÓN TELLO EN CONTRA DEL C. RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDÉS POR LA UTILIZACIÓN DE RECURSOS DEL FONDO NACIONAL DE DESASTRES NATURALES DESTINADOS A LOS MUNICIPIOS DE FRANCISCO I. MADERO, TORREÓN, SAN PEDRO DE LAS COLONIAS Y VIESCA POR LAS LLUVIAS ACONTECIDAS EN 2016, CON FINES ELECTORALES.

Fundamos esta petición en los artículos 21, Fracción VI, 179, 180 y 182 de La Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MÁS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCION NACIONAL” 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, 14 de marzo de 2018

POR EL GRUPO PARLAMENTARIO “DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL”

    DIP. MARCELO DE JESUS TORRES COFIÑO
DIP. MARIA EUGENIA CAZARES MARTINEZ

DIP. ROSA NILDA GONZÁLEZ NORIEGA
DIP. FERNANDO IZAGUIRRE VALDÉS

DIP. BLANCA EPPEN CANALES         
DIP. JUAN CARLOS GUERRA LÓPEZ NEGRETE

DIP. GERARDO ABRAHAM AGUADO GÓMEZ
DIP. GABRIELA ZAPOPAN GARZA GALVÁN

DIP. JUAN ANTONIO GARCÍA VILLA

PRONUNCIAMIENTO PRESENTADO POR EL DIPUTADO SAMUEL RODRÍGUEZ MARTÍNEZ, INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. ANDRÉS S. VIESCA”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, SOBRE AGENDA LEGISLATIVA 2018.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO.

P R E S E N T E.-
Compañeras y compañeros Diputados.
El pasado 1 de marzo dimos inicio al primer Periodo Ordinario de Sesiones, del Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Primera Legislatura. De esta manera, conforme a lo que dispone la Constitución Política del Estado y la propia Ley Orgánica del Congreso, quienes integramos este Pleno nos encontramos posibilitados para formalizar la presentación de Iniciativas tendientes a la actualización de nuestro marco jurídico en beneficio de las y los habitantes de nuestra entidad.
Tener esta enorme oportunidad de servir a los coahuilenses desde el Congreso del Estado debe entenderse no sólo como un privilegio concedido por la voluntad popular, sino además como la gran responsabilidad de aportar nuestro mejor esfuerzo en el mejoramiento a través de la función legislativa, de la vida de las personas que habitan nuestro estado y que esperan de nosotros, sus representantes populares verdaderas propuestas que permitan mejorar cada día más el orden jurídico que rige nuestra vida diaria.
En este sentido, quienes conformamos el Grupo Parlamentario “Gral. Andrés S. Viesca”, del Partido Revolucionario Institucional, de manera permanente realizamos un estudio integral de nuestro andamiaje jurídico, tendiente a la eventual modificación de aquellos ordenamientos que requieren ajustarse a la realidad que impera en nuestra sociedad, o bien, a las disposiciones contenidas en cuerpos normativos de mayor jerarquía, en el ánimo de seguir avanzando en la construcción de un Estado Modelo en materia jurídica y protección de los derechos de las personas.
Al día de hoy nos encontramos analizando la viabilidad de presentar Iniciativas de Ley, relacionadas con temas como la Ley de Salud Mental, la Ley de Fomento al Desarrollo Social y Humano de las Personas, la Ley de Archivos Públicos, la Ley de Responsabilidad Patrimonial, así como la adecuación de distintas leyes y estructuras orgánicas a las normas federales que son resultado de las reformas estructurales iniciadas por el Presidente de la República, y que tienen que ver con la justicia cotidiana, es decir las normas que rigen y protegen la vida diaria de las personas.
Las Diputadas y Diputados del PRI, en correspondencia al respaldo popular y en concordancia con esta responsabilidad que nos ha sido encomendada, no descansaremos un solo día en nuestro trabajo como representantes de la gente y buscaremos cada día también convertirnos en verdaderos garantes de que en nuestro Estado se desarrolle una verdadera administración pública que sirva a la gente desde todos los órdenes de Gobierno, y garantizaremos también que la actividad gubernamental cada día se realice con apego a la legalidad y con la transparencia que la gente de Coahuila espera y merece.

Nuestra agenda legislativa incorporará acciones que permitan proteger a quienes por su condición de vulnerabilidad se encuentran en situación de abandono o desventaja y que encuentren una solución a su situación con acciones de corresponsabilidad entre sus familias y la autoridad.

Bajo una cultura de Parlamento Abierto trabajaremos decididamente para que Congreso y ciudadanía de toda la geografía estatal, de manera conjunta coadyuvemos en la actualización permanente de la legislación de Coahuila.

ATENTAMENTE

Saltillo, Coahuila a 14 de Marzo del  2018

DIP. SAMUEL RODRÍGUEZ MARTÍNEZ.
INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. ANDRÉS S. VIESCA”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL
PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTA LA DIPUTADA LUCÍA AZUCENA RAMOS RAMOS, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. ANDRÉS S. VIESCA”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CON MOTIVO DEL REPORTE DE AVANCES Y ACCIONES DE LOS PRIMEROS CIEN DÍAS DE LA ADMINISTRACIÓN DEL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, MIGUEL ÁNGEL RIQUELME SOLÍS .

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO.

P R E S E N T E.-

Compañeras y compañeros Diputados.

Como diputados locales, nuestro deber es ser voceros de la ciudadanía, responder a sus intereses y monitorear el desempeño del poder ejecutivo en torno al cumplimiento y resultados de la administración. Éstos son la base de la confianza que permita continuar con el desarrollo integral de nuestro estado.

Hace algunos días, la administración estatal encabezada por el Ing. Miguel Ángel Riquelme Solís, gobernador constitucional de Coahuila, cumplió los primeros 100 días de su entrada en vigor. En el marco de este evento, hago el presente pronunciamiento en nombre de la bancada del Partido Revolucionario Institucional.

Primeramente, reconocemos la labor que en estos primeros 100 días de gobierno ha realizado el Titular del Poder Ejecutivo. En especial, el esfuerzo que la administración estatal ha hecho por tender lazos de entendimiento con las y los alcaldes de todos los partidos políticos, porque los problemas del estado no tienen color. Todos debemos trabajar por una causa que es el bienestar de nuestra gente.

Por otro lado, es importante señalar que se ha reconocido la importancia de las voces de los coahuilenses en torno al rumbo que debe tener el estado, De esta manera, se ha fomentado la participación ciudadana a través de la realización de los foros de planeación, que refuerzan la visión del Plan Estatal de Desarrollo.

Adicionalmente, el trabajo de gestión realizado ante el Ejecutivo Federal para la búsqueda de recursos y las giras que se han realizado para la promoción del empleo y la búsqueda de inversiones, son acciones de gran importancia para nuestro estado que seguramente rendirán frutos en los próximos meses.

Por otro lado, vale la pena destacar que, a diferencia de otros estados, en el nuestro se puede respirar un clima de tranquilidad gracias al trabajo diario que se ha hecho por mantener los niveles de seguridad. Esto es producto también de la capacidad de coordinación que el estado tiene con municipios, fuerzas armadas, el gobierno federal y las instituciones de procuración de justicia.

Estos son los primeros pasos de un gobierno que está dando continuidad al rumbo estable que recuperó Coahuila. Falta un gran camino por recorrer y muchos retos por enfrentar. Sin embargo, los coahuilenses tienen bien claro que cuando hay unidad, trabajo coordinado y voluntad, las grandes cosas suceden. Si permanecemos caminando en esta dinámica, nuestro estado estará en vías de consolidarse como el más fuerte y el orgullo del norte de México.

Estamos seguros, que el Gobernador del Estado, Miguel Ángel Riquelme Solís, seguirá atendiendo las expectativas ciudadanas sobre un gobierno incluyente, participativo y dispuesto a consolidar una plataforma que ayude a los coahuilenses a detonar todo su potencial, porque de esta manera, estaremos construyendo un mejor futuro para nuestro estado y sus familias.

Muchas gracias.

Es cuanto Dip. Presidente.

ATENTAMENTE

Saltillo, Coahuila a 13 de Marzo del  2018
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